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IN T Ro D u e e I o¡¡, 

El preser.te trabajo de tesis tiene como objetivo -­
fundamental, hacer un estudio de la figura jurídica del 
Dominio Público, toda vez que el Estado, debe contar con 
los eleffientos necesarios y e~tre ellos su Patrimor.io, co­
mo un instnunento i~dispensable para que pueda realizar 
sus propiss actividades y lograr sus fines. 

De ahí que sea menester primero, determinar la ac-­
tividad del Estado y en específico, su personificación a 
través de la Adrr.inistración Pública, como ór¡;ano del Po­
der Ejecutivo para cumplir las atribuciones inherentes a 
éste, 

Conforme a lo manifestado, haremos un breve estu--­
dio acerca de la Administración Pública, su estructura y 

funcionamiento para determinar la diferencia entre los -
distintos actos que ésta emite y distinguir claramente -
la figura del Dominio Público. 

!lo es una tarea fácil atreverse a profundizar en un 
estudio acerca del Dominio Público, si tomamos en consi­
deración que existen pocos trabajos al respecto en nues­
tra doctrina. Sin embargo, por la importancia que apun-­
tamos en líneas precedentes, y por tratarse de un régi-­
men que comprende una serie de bienes que están destina­
dos a la colectividad, para poder disfrutarlos y usarlos, 
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pero sin a?roniarse d~ ellos. 

Para tal efecto, harew.os un estudio de la figura -­
jurídica, motivo de tesis, conforme a la doctrina de De­
recho Comparado para poder rescatar los principios que -
puedan a;¡licarse a nuestro régimen jurídico, De ahí que 
partiremos del origen de la institución en estudio, para 
conocer después la evolución que ha tenido y estar en la 
posibilidad de llegar a un concepto claro para precisar 
su naturaleza jurídica, elew.entos, clasificación, y di-­
ferencias con otras figuras jurídicas administrativas y 
sobre todo con el régimen de Derecho Privado del Estado, 
que si bien es cierto constituye un elemento importante 
par~ el cumplimiento de sus fines, también lo es, que -­
tiene características distintivas con el Dominio Público, 

Una vez entendido el régimen de Dominio Público, -­
haremos un análisis profundo de la creación y extinción 
del mismo, es decir, determinaremos en qué consiste la -
afectación y desafectación de los bienes que integran -­
tal régimen, y qué órganos son competentes para realizar 
tales actos. 

Como toda actuación del Estado, y consecuentemente 
la de la Administración Pública, debe someterse a un mar­
co de legalidad, demostraremos cómo el Dominio Público -
está sujeto a un régimen jurídico, que le brinda peculia­
res caracteres que lo hacen disfrutar de una protección 



- III -

especial, por los fines a "ue están destinados los bie-­
nes del Estado regulados a este rágimen. 

Por la trascendencia que reviste el desarrollo de -
la función administrativa, apoyada en el principio de le­
galidad, haremos una breve descripción de algunas leyes 
administrativas que regulan bienes del Dominio Público,­
con el propósito de adecuar los principios doctrinarios 
con la legislación administrativa vigente. 
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C A P 

L A A D li< I N. I BLICA FEDE-
ñ A L, S U p A T R I M O N I O. 

1,1, DEFir\ICION '{ BREVE GENESIS DE LA ADnNISTRAC!O~'., 

La Administraei6n, en el Estado t:oderno, es un ins­
trumento de re¡¡ulaei6n social, ya que !JU actividad ee 
continua v sin eu incesante intervención el ~atado no -­
'OOdr!a existir. 

Para la afirmaei6n anterior nos apoyamos en loe que 
dice Jellinek G.:"la legielaci611 es una función intermi­
tente, otro tanto osea con las decisiones judiciales¡ en 
la evolución social, pueden i;¡:ualmente hallaree largos -
;ieríodoe de tierr.po en los "Ue en 111.nguna circunstancia -
hfl necesitado el juez 'nOBtrar su actividad, ?ero la Ad-­
minietraci6n ne ce si ta síerr.;ire eer ejercida." (1) 

Segdn García Pelayo Ramón, exprese.: "Admini.etraei6n 
de acuerdo con la et1'rolog!a del vocablo, se dice que -­
deriva de lee palabras ad - ministrare -, que significa 
~ervir a; o bien le eontracei6n de ad - manue - trhaere -, 

l Jackson 11. Ir.,, "DICCIONARIO HISPAHCO Ul-:IVERSAL", Ed, 
Jackson !ne, Editores, parimera edición, México, D.F., 
1970, ll• 840. 
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traer a !l'.ano, "'ar.ejar." ( 2) 

A~~inistrar e~uivsle a ~obernar, regir, o cuidar, y 
el Adrnini~tr~dor ee la ~er~ona que administr3, ~aneja, -
sirve, ejerc~ un cargo sobre biene~ ajenos. 

A lo ya mer.cione.do G9rcía Pela yo extern~ que:" el vo­
cablo Administración, fu~ emoleado por los clásicos de -
la siguiente m~nera: 

Julio César - adnii~istro exercitum - mandar, 
Tito T,ivio -
Cicerón 
C:uintiliano-

a~T.intstro re~9ublicam - gobernar, 
administratio oortos - dirección, 
ars administrativa - conducir," ( 3) 

Basándonos en lo anteri.omente CX!Jllei:;to, lle2arnoi:; a 

la conclusión que la definición más adecuada de Adminis­
tración seP,tln nuestro criterio es: acción y efecto de -­
administrar (servir, manejar, y cuidar o controlar), a -
un conjunto de oersonas y de bienes, con el objetivo de 
alcanzar intensionPdamente una necesidad o fin público -
en forma lícita, 

Ampliamos la infom,ación diciendo que Administra--­
ción en eentido restrir.gido se va e referir al cuidado -

2 García Peleyo Ramón y Gross, "ENCICIOPEDIA L~ROUSSE -
ILUS'rRADA", 8diciones Larousse, quinceava edición, Mé­
xico, D.F., 1979, p. 24. 

3 García Pelayo, ob. cit., p. 30, 
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de r. 0 cienca, de ~esti6n de intereses materiales. 

Y en ser.tido Pm!1lío, se r~fiere a todo mRnejo o ser­
vicio de ejecución, de eolicación de medios a fines, pa­
ra la reali7ación ae éstos. 

AsiTi~mo ~s~r.tP~os que el Derecho ~drrinistrativo -­
contiene, en ~; mayor parte, el estudio de las normas -­
relativas a lR Administración. t por con?iguiente la ley, 
ee el límite nara le actuación de la Administración sien­
do 6sta el cauce pera E'atiefacer las necesidades socia-­
les que contempla el Estado en !!U programación política. 

Por lo tanto, la Administración moderna es tan com­
pleja que exi?e una creciente extensión de eervicios y -
une porticioación mayor de los ciudadanos en loe servi-­
cioe< 9úblico". 

Gén~sis de la Adminietración: !!U correspondiente 
desarrollo es el que a continuación exoresmr.osl 

En los Estados Anti?,Uos, lA concepción de la Adminis­
tración es realmente primitiva, ya que estaban absoluta­
mente sometidos a un criterio y a una creencia puramen-­
te religiosa. Dentro de estos Estados Anti¡:uoe cabe des­
tacar al de Israel, (llamado también el pueblo elegido}. 

Grecia es el primer país que realmente tenía una 
Administración algo más integrada, aunque no se podía 
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hablar de un Estado. Cozo es sabido en Grecia habí~n las 

llamadas poli= o ciudades, y, en l~s aue deetacaban Es-­
~arta y Aten~s, las cuales eran eY.tr~ordinariamente di-­
ferentes entre ella:. 

El ciudadar.o o ~iembro de las polis o ciudgdes ~o-­

zaba de libertad, esta libertad le daba el derecho a --­
particiyar en las tareas del Estado, es decir, ~ condu-­
cir la l\dmir.istración. 

En ao~a, se inició una nueva concepción de la Aami­
nistración, 0orque Roma atravezó por tres formas políti­
cas distintas entre sí y que f~eron: la monarquía, la -­
reuública y el im~erio, las cu?les ocasionaron variacio­
nes er. le. idea de la Admir.istración. 

En la rr.onarr¡uía lo!' reyes ¡o;obernaban y adrninistra-­
ban en conjunción cor. el 0ueblo. Los reyes en la menar-­
quía querían concentrgr el poder en sus mqnos en forma -
absoluta, y como consecuencia de ello vir.o la caída de -
la monarquía, que fué sustituída oor la república. En la 
república existió más democracia ye que el pueblo parti­
cipaba más amplia y direct"1!lente, cosa que no sucedió en 
el imperio CO'.'!".o úl ti rr.q fo:-rr.~ de gobierno en Roma, pueEto 
que l~ tot?.lid'J.d de l~ .ti d.:.: u istrnci6~ ~~ e} PC'ñe:- e~t;p ___ _ 

ban en meros del emnerador. 

En la Edad ~edia, el sentirlo de Adr.li~i~tración fué 
patrirr.onial, ya que cada señor feudal tenía sus propios 
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funcionarios, dictab?. sus le,-es, poseía sus tribul'ales, 
y, su Administraci6n era fuertemente autoritaria, "nte 
e~ta situaci6n no se podía hablar de unidad. 

En la Revoluci6n Fr~ncesa, se ~resentd la Adminis-­
traci6n liberal es decir, se desintegr6 el absolutismo, 
y, como consecuencia trajo consigo el sometirr.iento de la 
Admir.istraci6n a la ley, la participaci6n directa de los 
ciudadar.os en 12 forrrulaci6n de la ley. En otras pala--­
bras, oue todos los asuntos a~~ir.istrativos dependían de 
un centro fundamental y que r.o había dis¡;regaci6n. (4) 

Consideramos entonces quela génesis de la Adminis-­
tracidn Pública contemporánea encontr6 su ubicaci6n his­
t6rica en la época napole6nica, donde se ooer6 una muta­
ción fundamental del papel que hesta entonces había te-­
nido el poder administrador, produciéndose a nartir de -
ese in~tante el fen6meno de la ampliacidn proeresiva de 
su competencia que ha continuado desarrollándoae hasta -
nuestros días. 

1.2. LA Alllf.!1'ISTRACION PUBLICA FEDERAL. 

Conforme al tratadista Acosta Romero Mieuel, la 
Adminietraci6n Pública e": "la parte de loe 6rganos del 

4 Blackaller González Ciro E. y Guevara Rrunírez Luie, -
"SINTESIS DE HISTORIA unvERSAL", Ed. Herrero, dácimo­
sexta edicidn, México, D.F., 1973, p.p. 73-296. 
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Estado que deper.den directa, o indirectamente, del Poder 
Ejecutivo, tiene a su cargo toda la actividad estatal -­
que no desarrollan los otros Poderes (Lefislativo y Ju-­
dicial), su acci6n es continua pe!j.";anente, siewpre per-­
sigue el interás público, adopta una forma de organiza-­
ci6n jerarqui2ada y cuenta con: a) elementos persomo.les; 
b) elementos patrimoniales; c) estructura jurídica, y -­
d) procedimientos técnicos." ( 5) 

Segiln el autor Gabino Fraga, la Adminj stración Pú­
blica desde el punto de vista formal es: "el órgano pú-­
blico que ha recibido del Poder Político la corrpetencia 
y los medios necesarios pare la satisfacción de los in-­
tereses generales. Y desde el punto de vista material, -
es: la actividad de este órgano considerado en sus pro-­
blemas de gestión y de existencia pronia tanto en sus -­
relaciones con otros 6rganos ~emejantes como con los --­

partj culares para aseeurar la ejecución de su misión."(6) 

A lo anterior agregamos l"I opinión de Serra Rojas 
el cu?.l externa que: "la Administración Pública tiene a 

5 A costa Romero Mieuel, "TEORIA GENERAL DEL DEREC!iO AD-­
IHHSTRATIVO", Ed. PornhS.A., séptima edici6n, Méxi­
co D.F., 1986, p. 103. 

6 Fraga Gabino, "DERECHO AD~:INISTRATIVO", Ed. Porrúa 
S.A., vigesimaséptima edición, México, D.F., 1988, 

P• 119. 
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ru car.~o el funcione.n:j erto de lo!? servicioe -p\iblicos y -

de los ~ervi.cios Ad~.lr.ietri:\tivoe: y !Jara rrantener el or-­

der. y unidqd de los ~iFrnos di~por.e de un Poder Di~cipli­
nari o lla'l'odc ta!l'.bien Derecho Per.al Discri nlinario." ( 7) 

la e~tructura de la Adminiatraci6n Pdblica: basán-­
donos en el artículo SO Conetitucioru1l encontrAmos que -
la AdminiPtraci6n Pdblica Federal será Cer,tralizada y -­
Par•estatal. 

Eatim0J!'.OF ]mportAnte ~e~alar ~ue la Ley Orgánica -­
de la Administraci6n Pdblica Federal, es la encargada de 
establecer que a la AdminiPtraci6n Pdblica Centralizada 
la inte~rar.: la presidencia de la Repdblica, las Secre-­
taríAs de Estado, los.Departa~entos Administrativos, los 
cuales son los siguientes: Secretaría de Gobernaci6n, Se-­
cretsría de Relaciones Exteriores, Secretaría de la De-­
fensa Nacional, Secretaría de Marina, Secretaría de Ha~ 
cienóa y Crádito Pdblico, Secretaría de Programaci6n y -
Presupuesto, Secretaría de la Contraloría General de la 
Federaci6n, Secretaría de Ener~ía, Minas e Industria --­
Paraestatal, Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, 
Secretaría de Agricultura y Recursos Hidr~ulicos, Secre­
taría de Comunicaciones y Transportes, Secretaría. de De­
sarrollo Urbano y Ecología, Secretaría de Educaci6n Pú-­
blica, Secretaría de Salud, Secretaría de Trabajo y Pre­
visi6n Social, Secretaría de la Refonna AgrAria, Secre--

7 Serra Rojas András, "DERECHO ADMHIS·PRA"rIVO", Ed. Porrua 
S.A., decimacuarta edici6n, ~áxico D.F., 1988, p. 505, 
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taría de ·rurierro, 5ecr~tarÍ3 de Pesca, Den.,rtrur.ento del 
Distrito Fede,-al, 7 unido a lo ya ex0resado ter:rin?.JtOB 
suzr.e.ndo cue 'tantti ér.. fonna parte de e~ta. Admini straci 6n, 

l~ ?rC\cur•duría Ger.eral de lA Re]'Útlica. Por otro :U.do, 
la Admir.istraci6n Pública Paraestatal, estq compuesta -­
de la sifUiente rr.anera: los orgari~o~ descentrRllzados, 
lP.P. em:oresas ne partíci9•ci6n estata.l, les in~tituciones 
nacionales de crédito, las instituciones nAciormles de -
seguro~ y de fianzas y los fideicomisos. 

Al ex~minar l• Ley Orgánica de la Adrrinistraci6n 
Pública Federal, o'cser~amos y juzgamos conveniente acla­
rar que dicha ley e~:olea el té:nr.ino de0 endencias, cuBndo 
se refiere a 6rganos de lA ~dmini~traci6n Pública Cen--­
tralizada y al diriPirse e los órganos de la. Admiristra­
ci6n Pública ParaeFtatal, los denomina entidades. 

1.2.1. TEORii>.S. 

PodemoR decir ~ue las diverAas teorías y sentidos -
sobre la A&rinistraci6n Pública, son las que expresAmos 
a continuación: 

a) la~ concepcione~ ~tjetiva~, orgánicas o forma-­

les; estas se refieren A la fanra, es decir, consideran 
a l?. Administraci6n Pública, ca""º toda o la mayor ]larte 
de la actividad que realiza el Poder Ejecutivo. 
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Pnr lo tnnto oode::·o~ e~tablecer ~ue l?. Admini~tra-­
ci6n Pública, aparece reirul"da uor un derecto propio de 
ngtur~leza e~tatuari~ o ?enr.an~nte; el Derecho Ad.Jrinis-­

trativo, oue nace ~~ra ex?licar las relacione~ de la~ -­
sin~l?.res clases de mJjetos ~ue se agrupan bajo el nom­
bre de "Ad.'lli ::istreci6r. Pútlica", aislt<r.dola de la reeu-­
lación nrocia de los derechos ~enerales. 

b) el criterio objetivo o material: las conceocio-­
nes oue fundan la noción de Administración Pública en el 
criterio meterial, tienen en común el reconocimiento de 
las actividades materialmente administrativas no sólo ~ 
del Poder Ejecutivo, sino también de los órganos Legis-­
lativo y Judicial. 

CoincidimoR con el autor Gascón Eernández Juan al -
con~irlerar ~ue las ?rincipAles notas que caracterizan a 
la Administración, y que penn]ten diferenciarla de la -­
lei>islación " de lo jurisdicción son fundamentalmente: "la 
concreción, la inmediatez y la continuidad, agre~ando -­
también la ceracter!stica de : con~tituir una actividad 
práctica y nonr.almente es,,ontanea." (8) 

8 Ga!<cón Hernández Juan, "LOS FINES DE LA AWil'<ISTRACIOll", 
Ed. Revieta Administración Pública, decimoprimera edi­
ción, Madrid, año IV, p. 35. 
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Los tratadistas r..exicano~ ~e aooyan en est.::i_p teo--­

rías ryara exolicar a l!! Administraci6r. ?út•lica er ~u do­
bl" Rs:iecto: el for::al :r el n:ateri'll con:o a continuncicSn 
se ex!)lica. 

1.2.1.1. ASP!lCTO FOhiiAL. 

La AdministracicSn Pública desde el punto de vi,,ta -
fo:rmal u orpánico es parte quizá la más imoortante, de -
uno de los Poderes en los ~ue se r.alla deoositada la so­
beranía del Estado, es decir, del Poder Ejecutivo. 

La Administraci6n Pública no tiene, como tan::>oco la 
tienen ni el Poder Bjecutivo ni los demás poderes, una -
personalidad propia; só10 constituye uno de los conduc-­
tos oor los cuRle~ se manifiesta la oersonalidad misma -

del Estado. 

Nuestra Constituci6n General considera la soberanía 
como un poder de voluntad superior, como un derecho cuyo 
titular es el Estado (artículos 39, 40 y 41). 

La opini6n de Acoeta Romero, desde el ,,unto de vis­
ta fortr.'<l e" oue: "a la Ad:ninistrací6n Públ ice se le iden­
tifica. con el Poder Ejecutivo y todos los 6r.~anoe o uni­
dades ad~inistra.tivas que, directa o indirectrunente, de­
penden de él. Or~ánicamente lP. Administración Pública --
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Feder!!l, est~ constituida gor el ?residente de la Regú-­
blica y todos los óri:rnr.o~ ce!'!tralizados, desconcentrados, 
descer.trelizados, las emoresas, sociedades mercantiles -
de Estado y fideicorr.isos ;-úblicos. Pro.,igue el Dr. Acos­
te Romero, que la Administr~.cidn Pública, gara realizar 
su actividad, cuenta con una estructura jurídica, con -­
elemen-&oe coa.o son el conjunto de t·ienes que en un rro--­
mento dado tier:i? a su di ~:."''.'>Sici6n y el elemento person3l, 

que e~ el conjunto de funcionarios, e~pleados y trabaja­
do~es que prestan sus servicios a la Administración."(9) 

Nos resulta im0rescindible dejar bien establecido -
que el Derecho Positivo Mexicano reconoce la personali-­
dad del EstPdo, basándose en ~ue la Constituci6n Políti­
ca de los i:st3.dos Unidos lftexicanos le otorga personali-­
dad jurídica con derechos y obli<:Bciones. 

l.?.l.2. ASPECTO MATERIAL. 

Desde el punto de vista material u objetivo es de-­
cir, en razdn de su contenido;"la Admini!•traci6n Pública 
trata de perfil?r los caracteres específicos de cada uno 
de eus Actas, basándose para ello en las notas esencia-­
lee ~ue di~tinguen y caracterizan a cada clase de ac---­
tos." (la) 

9 kcosta Romero, ob. cit., p.p. 101-105. 
lODelgadillo Gutiérrez Luis Humberto, "ELEMENTOS UE DE-­

RECHO AD!v:IHSTRATIVO", Ed. Limusa, Mhica D,F., 1986, 
p. 48. 
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Y !>Or lo ta:-~to, te?:e:no~ ("Ui: l::! Administración ?ú--­
bli.ca "!U~de tot!!~r o dese:rpeñar l3s si7:llientes i;lOStuns o 
rr.odalidades ya oue, se va a tasar en 13 particularidad, 
la substancia o naturale'Za, de cada uno .,de los actos que 

realize. 

La Adrr.inietrgción Pública ~'L~~~lerite a gQ.E~ 
~_fst~.do: la existe~ci.a del Estado, obedece a i~ ne­

cesidad de satisfacer en la mejor for~R l3e necesidades 
de la colectividad, 

Corr.o es sabido, la actividad estatal, se concreta -

en tres funciones: Legislativa, Ad~inistrativa o Ejecu-­
tiva y Judicial, cuyos respectivos óreanos ejercen !'ar-­
tes o ~ecciones del :ioder del E~•ado, por lo tanto, el -
poder del Estado es único; m~s las funciones son múlti-­
ples, 

El poder del Estado, se actualiza en la función --­
asignada a sus órg~.nos esenci!'iles que son tres el LeP"is­
lativo, Ejecutivo 1 Judici!'il, Por esta razón el Poder -­
Estatal se manifiesta en las funciones de; legislación, 
ejecución y justicia, que son los medios para la reali-­
zación de los fines estatales. 

El contenido de cada una de esas funciones esencia­

les, ( l e~islación, ejecución y justicia), son con estric­

to apee:o al princi9io de legalidad ya que la ley es la -
que deterniina la co~oetencia y límite de actuación de -­

los drganos estatales. 
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?or t~l ~otivo decimos que administrar forma parte 
del ¡;robierr.o, ys. que:! l~s funciones de legislación, eje-­

~Jci6n y justicia, son los medios para la realizaci6n de 
loe finee estatales, y, la actividad de adecuar esas --­
funcionee a los fines es administraci6n lo cual forma -­
parte del '!Obierno, ~' por consiguiente, externamos que -
la Adrninistraci6n Pública, ~uede ser un equivalente a -­
gobierno del Estado ya que dentro de sus funciones está 
el a~~inistrar y como se dijo, dicha funci6n, fonna --~ 
parte del gobierno. 

Consideramos necesario recordar que en nuestro sis­
tema constitucional, el gobierno no es ejercido solamen­
te por el Poder Ejecutivo, sino también ~or el Leeisla-­
ti vo y el Ju di eial. 

La Administraeidn Pública eomo aetiVidad subordinada 
a lR de gobierno: al respecto externwr.os que realizan ac­
tos de gobierno el Poder Legislativo cuando dieta la ley; 
y el Poder Judicial cuando dieta sus sentencias, Como -­
reeul tado tenerr.os que: el gobierno es funeidn de inicia­
tiva, uorque da impulso y direecidn a la Administracidn. 

De acuerdo con las diversas opiniones de tratadis-­
tas concluimos que la aeti vi dad de gobierno ee define -­
eomo una funcidn de libre iniciativa, que consiste en -­
acelera~ la direccidn general de los asuntos del país, y 
resolver conforme al interés común, las cuestiones urgen­
tes de im~ortancia preponderante, que surgen sin que se 



- 14 -

'9\leda de antemano reglR.mentarlas ~i determinAr las Rolu­
ciones 9articulares que debieran serles a9ortadas, 

El gobierno expresa lriayer: "comprende actualmente la 
alta dirección, la impulsión que, parte del centro para 
la conducción de los asuntos en el sentido de una buena 
política y del interés general pero no desciende, por 
EUB efectos, al ámbito del Derecho," (11) 

Analizando las palabras de ~ayer, externrunos: la 
idea de dirección implica la de ser dirigido, es decir, 
actividad subordinada; la noción de impulsión también ~ 
caracteriza la actividad de gobierno, y envuelve la de -
acción dependiente, 

Por otro lado Batbie señala un análogo concei¡to: "or­
dinariamente el Poder Político obra por la vía de la im­
pulsión general, y si reali1a algún acto determinado, es 
porque se trata de una gran medida que llevará muy impor­
tantes consecuencias, La misión de la Administración por 
el contrario, consiste en atribuciones de detalles, a -­
los que el Poder Político casi no desciende jamás." ( 12) 

11 Ce.ssagne Juan Carlos, "DERECHO ADh1INISTRATIV0 11
, Ed, 

Cooperadora de Derecho y Ciencias Sociales, segunda 
edición, Bu~nos Aires, 1977; p. 51, 

12 Cassagne, ob", cit., p. 59. 
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De lo anterior ocdeuo~ concluir que, la ectividad 
de subordinaci6n, de cener.dencia, de CO~plemento de de~ 
talles, en opoeici6n a la de direcci6n, de impulsi6n, que 
entt"<".ña la Actividad de eobierno, es Adminietraci6n, y -
~odría, entonces, daree un concepto más restringido de -
Admini~traci6r considerándola como actividad subordinada 
a la de gobierno. 

Por lo tanto, actividad de gobierno y actividad ad­
ministrativa no son expresione2 einónimas, ya que, con -

le frase - se got-ierna bien -, ee quiere dar a entender 
la acci6n del Poder Público conducida con normas de jus­
ticia, de moralidad y de eficacia. Con la expresi6n - se 
ad!rinietra bien -, se quiere decir una acci6n más concre­
ta y más t6cnica, más inmediata a las necesidades socia­
les. 

la Administraci6n Pública como actividad funcional 
del Estado: Consider!il!los conveniente manifestar que para 
el cumplimiento de sus fines la Administraci6n, realiza 
una serie de funciones diversas, las cuales s! se refie­
ren al campo de acci6n de los llamados poderes o funcio­
nes; legislativq, ejecutiva y judicial, se debe advertir 
que desde el punto de vista funcional, suponen unas, ac­
tos de naturaleza legislativa; otras ejecutivas y judi-­
ciales o jurisdiccionales, realizadas por 6rganos que -­
corrientemente y sin dis~repancia se consideran adminis­
trativos. 
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El autor R. Velasco Gustavo, entre otro~, exr-resa: 
"la función ejec11tiva es esencialmente administrativa; -

Poder Ejecutivo y Poder ,;.dll"inistrador tier.en la müma -­
Sigl"'ificación jurídica; todo acto de ejecución es acto -
de administraciór.." (13) 

Estamos de acuerdo con su opiniór. y cor.cluímo~ 
agregando que el orden jurídico estatuye los límites de 
actuación de la Administración Pública, pero dentro de 
los mismos, existe una esfera de libertad. 

De esta manera pode~os decir que la Administración 
Pública, debe aplicar la ley ya sea ejecutándola en es-­
tricto sentido, o en ejercicio de sus facultades discre­
cionales ajustadas o apegadas también R los preceptos 
legales. 

La amplitud en la actividad de la AdminiFtración -­
resulta de lo~ fines que se asiena al Estado, que justi­
fica y limita la función administrativa. En este sentido 
puede ider.tificarse los fines de la Admi~istraci6n con -
los del Estado. 

La actividad o función a~~inistrativa: decimos ~ue 
la función administrativa, tiene como primer cometido 

13 R. Velasco Gustavo, "EL DERECHO AD&IINISTRATIVO Y LA 
CIENCIA DE lA ADll.INISTRACION", Ed. Polis, México D.F. 
1938. p.p. 45-47. 
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noner en ejecuci6n las re~lRs abstractas, las decisiones 
particulRres o de un ~odo renerq,l, todas las prescrincio­
ne~ o medidas decretadas por las leyes. Beta es la parte 
estrictamente ejecutiva de dlcha función. 

Hay que tener en cuenta entre las medidas que son 
administrativamente aplicadas nara la realización de -­
los fines estatalee, deben fi€1Jrar en ~rimera línea, -­
aquellas que han sido decretadas por la ley misma. Si -
las leyes no han establecido las medidas que deben de -
tomarse, no podrá ejercerse la acción ad~inistrativa -­
sino bajo la condición de no desconocer la legislación 
existente, habrá de mantenerse - intra legem -, es de~ 
cir, dentro de los límites que resultan, bien del orden 
jurídico general establecido por la legislación, bien -
por las decisiones p~rticulares emitidas por vía legis­
lativa. 

Entonces eetimamos pertinente resaltar que la Ad~ 
ministración Pública se encuentra estrechamente subor-­
dinada a la ley, nero, además esta subordinación alcan­
za a un ,\'rBdO tal, que la Administración sólo puede --­
ejercerse - secundum legem -, esto es, de confonnidad -
con las leyes, como consecuencia y en virtud de un tex­
to legislativo. Y como resultado expresamos que la ley 
no es únicamente el límite sino tambi6n la condición de 
la actividad administrativa. Y en este sentido, pueden 
identificarse los fines de la Administración con los -­
del ~atado. 
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Para conse€Ui r lo~ fines n:arcB.dO$ por la di recci.6r. 
política l?. Adrr.inistracidr. necesita dos cleEes de acti­
videides: una la actividad i:':telectual y otra la cual es_ 
la ~ctividad materi~l: eeta tiene su sustrato en la otra, 
eje~9lificado esto es: se construye una carretera, cero 
para esto se reouiere dos clase~ de actividade~; la pri­
mera, es el pl9nteaTiento de la carretera, la aprobacidn 
del proyecto, la ar,robación del .,asto y lue~o vend~ el 
hecho materi~l de conetruir la carretera. Siempre nece-­
si ta como antecedente previo una declaración jurídica, 

Por otra ~arte, se ha dicho que la Admir.istración -
Pública no ee más que un conjunto de técnicas, y ~or lo 
tanto toda actividad téc~ica tiene también mis e.ntece-­
der.tes jurídicos. 

1.2.3. BL SERVICIO PUBLICO. 

Uno de los conceptos que han sido motivo de diecu-­
sión entre la mayor parte de los tratadistas de Derecho 
Administrativo, es el del servicio pÚl:·lico, el cual nace 
y se desarrolla en el ámbito doctrinal francés, 

El origen de lq noción del servicio ¡)úblico se basó 
en la juri!=3prudencie. de 109 tribunales aihri r-.i.i;!tMti ,,or: -
franceses, no oh~t~~te esto r.o :~é suficiente, ~ai-1 que 
la l.egislación francesa nos otorg".ra l.a defi.nl.ci.ón del 
mismo. 
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Detido ?. la diversidad de criterios e~itidos sobre 
el servicio pÚbltco, juze'll!los oertinente enunciar algu-­
no~ de ellos con el fin de lle!;<'r a su conce9tualizaci6n 
m4: adecuada, y loe ~~Rles eon los que a continuación se 

!..ar:ifiesta Duruit:"el servicio es toda "ctividad -­
del Estado cu:.ro cwr.plimier:to debe "'er ase¡:urado, reglado 
y controlado por los gobernantes." (14) 

En este !)eneB.!!l.iento !Jerci bimos 19. existencia de -­
una confu~i6n entre la actividad del Estado y el servi-­
cio público. 

Por otro lado, encontramos que Berth~lemy externa -
lo siguio.nte:"no hay una noción de servicio público, por­
que no hay un9 forma única de servicios 9úblicos, sino -
fonr.as muy variadas que implican profundas diferencias."(15) 

La anterior 09ini6n la consideramos que no es clara 
porque para este autor, no hay una sola estructura del -
servicio pÚblico, sino que hay una gran variedad de for­
mas del mi~mo, y a su vez es arbitraria ya que, niega to­
da noci6n de servicio público, 

14 Villegas Basavilbaso Benjamín, "DERECHO ADlrllliISTRATI­
VO", Ed. Tipopráfica Editora Areentina, tercera edi-­
ci6n, Buenos Aires, 1951, p. 41. 

15 Villepas BasAvilbaso, ob. cit., p. 42. 
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E~ti~a~o~ ~ue un criterio inter.r.edio es el Que ex-­
presa Jéze el cual afir:!!a:"que servicio público es toaa 
la actividad de la Administración Pública." (16) 

El calificativo ~ue eTplea~os para el criterio de 
Jéze es el de muy generalizado porque no ~itúa debida--­
mente al servicio público dentro de la actividad de la -
Admini stracitSn Pública. 

Otros autores; entre ellos Bielsa, señala que: "lo -
considera como una parte de la actividad de la Adminis-­
tración Pública." (17) 

A nuestro parecer es le. más acertada ya que le da 
una mejor ubicación al servicio público dentro del~ ac­
tividad administr9.tiva. 

De lo dicho con antelación concluímos que: el ~er­
vicio público es la obra a realizar por l A Administra-­
ción Pública¡ y el Poder Público es el medio de su rea­
lización, y por consiguiente, el servicio público está 
substancialmente vinculado al Poder Público. Y de esta -

16 "LA ADIHNISTilACION ?!JELICA Y EL ESTADO CONTEM?O!lAhEO", 
Ed. Instituto de Estudio~ Pólíticos, tercera edición, 

l\!adrid, 1961, p. 390. 
17 Bielsa Rafael, "PRINCIPIOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO", 

Ed. Depalma, tercera edición, Buenos Aires, 1966, --­
p. 1044. 
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~nn~~. l~ ~atiefecci~n d~ un?- n~cesidRd colectiva cuya 
fi~nli1Rd e~ encial, es el objeto del ~ervicio pútlico, 

y ta Ce tenerse co~o rrir.ci~io renera1, cuando el Esta­
do ~~e~ts directRm~nte un servicio público; e~a ~ina--­

lidad lo hac~ inconci Hable ce., la idea de lucro. Y por 

lo t~r.to, el ?oder Público, es el elerr.ento inte~rante -­
de 1~ ncci6~ ~e SP~vicio yúblic~, por cu?.nto lR necesi-­

dad colectiva es F\l objeto y debe ser asef'Urada. 

Canfor.ne n nu~stro ~unto de vi~ta estima~os que los 

elerr.entos esenci~les del servicio ?Úblico son: 

a) la ac~ividad directa o indirecta de la Adminis-­
traci6n Pública; esto es, directa; cuando el servicio es 
realizado i:;or l;i. rr.is:na Administr~ción Pública, e indirec­

ta; cue.ndo es reRlj '!ado el ~ervicio !JOr u:i. ;,articular 

bajQ el Co'1trol de l• Admir.ietraci6n Pública. 

b) sRtiefacci6n de la~ n~cesidades colectivas. Este 

elemento es l~ razón de 1P- exiFtencis de loe servicios -
!>Úblicos. La necesidad colec~iva o pública, se dirige a 
bi€nPs r:ue no pueden quedar al ca~richo o voluntad indi­
vidual de f!Ui.e'1.ee los !lroduzcan, e~ decir, !:Ion btenee: P.n 

función de biAr:es comunes ,y Re rj gen 'Pºr normP..s de Dere­
cho Adminie:trgtivo, y ca~o cnnsecuencia, la necesidad -­
colectiva, tiend~ a satisfacer intereses fundamentales -

de lR colectividad, 
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AET~~=:os a lo ~"'l~eri.or (!Ue l~ ~atisfacc\ón de la~ 

nece9id~des colec~ivaE, deCe s~r co~creta, en otra: ?R-­
labras, r.n b~stR c~r. cre~r el servicio de interés colec­
tivo sino r:;~ es n~c~sq,_rio prestarlo efectivemer.te, !'or­

ctue el servicio '9Úblico, e: una actividad de 1~ AdT.ini.s­

trsción ?úblicq., y ee carg,cterís"tics e~?~cífica de l?. -­

rr.isrna manife=t?ree 9or actos concretos. 

c) Procedimiento de Derecho Públ ic·~: este elemento 
es esencial ?Or~iJ.e la s8ti!?-facción de las necesidades 

colectivas, debe ~er aseeurada por el ?oder Público. 

Considerarr.os a.1.le los e1emen"tr>s ex::>li~ados anterior­

mente integran l~ definición de ser-vicio ~Úblico, y la -

cual forn:ule..~os en loe ~i?Ui~ntes ténrino?: coreo toda -­
actividad directa o iniirecta de la Admini:traci6n Públi­
ca cuyo objeto es l~ satisfacción de lP.~ necesidades 

colectivas ~or un ~rocedimie~to de Derecho Público. 

Imnort~ncia del calificativo "núblico11 , 01.le Pe le 

da al eervici.o: considera~os conveniente ~ara iniciar el 
tema que e~ nece~qrio conformar sus caracteres jurídicos, 

para así poder deter:r.inar la im~ortancia del calificati­
vo q".le se le d.a, y los cuale~ según nuestro punto de vis.­
ta ~uedaron de la sigui.e~te manera: 

1) J,a generalid"-d, esto es, ~ue el servici.o :iúblico 
es para todo=, r.o para detP.r.ninada ~er~ona, ya ~ue, to-­
dos los habitantes tienen derecho al servicio con arre--
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rlo a l~ ley. ?.e!'ttlta im?rescindible advertir, que el -­
servicio público e~ ~~?'9 todos, pero la pre~taci6n del -

~is~o ~uede ser - uti ur.iversi -, (cuando no exi~ta 
usu~rio ~ro~iamente dicho, es declr, cuando el Estado es 
quien in~ed;ata y directa.ir.ente lo utiliza, para beneficio 
de la colectividad). Y es - uti sineuli -, (cuando exis­
te U!'Uario, y dicha pre~tacidn beneficia inmediata y di­
rect3..T.ente a unR persona o varias 9ersonas indete?"IT'ina-­
das, en otras palabra~, a la generalidad del público}, 

2) En la igualdad o unifonnidad, el Fervicio públi­
co debe eer igual para todo~, y por consiguiente, el --­
precio del ~ervicio público debe ser igual para el públi­

co, es decir, para todos los usuarios, de acuerdo con 
las distintas clases o categorías de la prestacidn. 

3) En la regularidad, el servicio público debe ser 
en su funcionamiento, confonnado a disposiciones genera­
leP que determinen un sistema orggni~ado, ya que las ne­
cesidades colectivas, no nodrían ser cumplidas si el ser­
vicio público funcionara irrel!Ulannente es decir, sin -­
estar ajustado a un régimen técnico preestablecido de -­
acuerdo con los intereses genergles que debe satisfacer. 

4) Referente a la continuidad establocemoe que: la 
naturaleza de la necesidad colectiva e~ siempre la que -
va a deterrrinar el modo de la continuidad del servicio -
público. Por tal motivo externamos que para que exista -
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el reco~ocimi~nr.o de un =ervicio ?lblico debe darse; l~ 

satisfacció~ de lq necesidad o del interés gener?.1, el -
rn1al es el ftn dete:n:inar.~e de la cre~ción del servicio, 
esto acnrr,añado de ~9 d~ci~ión de la autoridad ~Ública, 
en el sentido de asu~ir l?. ~ati~facción de la respecti-­
va necesidad ge~er~l. 

Entonces conclu!~os establec~endo ~ue el servicio 

!JÚblico, debe :atisfacer lR necesidsd o interés ~en~ral 
ya ~ue de allí, se desprende la importancia del califi-­
cativo - -público -, que se le da al servicio. 

1.2.4. LA FUhCION PUBLICA. 

De acuerdo con la investigaci6n adecuada expresa--­
mos según nuestro punto de vista que a la r.oci6n de fun­
ci6r. ~Ública, se le ha limitado por lo gAneral al estu-­

dio del funcionario público, y no a la institución en sí 
misma por lo tar.to, precisamos que la idea de funcidn, -
implica necesari~mente actividad, y cuando ést~ es refe­

rida a los 6r¡<anos del Estado, la función es pÚblica o -
estR.tal. 

En relación al contenido de l~ función, el Pcider -­
Público es ejercido ;ior los órganos Le¡dsl9-tivo, A'.imi--­

nistrativo y Jurisdiccione.l, y ese poder se exterioriza 
por medio de las funciones legislativa, ad!r.inistn<tiva y 

jurisdiccional, ~or consif!U.iente, el concepto jurídico -
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de funci6~ ~~b~icq no ~e contrae únicamente al orden ad­
~inistrttivo, sino que se extiende ta~bi~n al orden le-­

gi!ünti vo :t juri~dic~ional. 

Tomando en cuen~a lo analizado referente a la fun-­
ción pública, creamo~ el si¡'Uiente concepto de l~ misma: 
es una actividad '!Ue el ordenamiento jurídico constitu-­
cional ~' legal, no ~61o reserva a los drgs.nos adminis--­

trativos sir.o también a los legislativos y judiciales, -
en los cuales están distribu!das las funciones instru--­
mentales del Estado. Y los titulares de esos órganos, -­
son los funcion•rios administrativos, legislativos y ju­
diciales. 

Comulementando lo anterior manifestamos que: fun--­
cionsrio público, es la persona física que manifiesta la 
voluntad del órgano (administrativo, legislativo y judi­
cial). Y como consecuencia, el titular del órgano admi-­
ni~trativo, es el funcionario público administrativo, el 
cual es aquel que forrre parte de ln Adminitt?i?ción Ptl~li­
ca y ej~~ce funciones propias de ella. 

Y con:o resul tRdo decimos que l<:i función pública, ya 
sea administrativa, legislativa y jurisdiccional son -~­
institucionee dietintas a la del servicio público, por-­
que la función pública es un concepto institucional, y -
el eervicio público actualiza y materializa la función. 
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Agregamo~ C!Ue la política de la funnión pública, es 
e"encial para una refoma de la Ad!r.inistración encamir.a­
da a aumentar su rendirriento y eficacia. Esto no quiere 
decir que ses on•ficie:ite atender a los prob1errAs de --­
oersonal para conPe€Uir una buena Adl:\ir.; stración, ya que 
además hace falta, una acertada distribución de comne--­
tencias, una coordinación de funciones y eficaces méto-­
dos y procedirr.ie~tos de trabajo, armonizando también el 
aspecto técnico y el hunaro en la ort:?.nü.ación. 

Nos encontramos c,ue la política de la función pú--­
bl ica se manifiesta en un estatuto de funcion~rtoe, y -­
dicho estatuto ti.ene una doble finaliclad: por v.n lado, -
es una garantía jurídica de los funcionarios, les reco-­
noce derechos y eñtBbilidad frente a posibles abusos y -
arbitrariedades de los superiores; y por otra parte, es 
una garantía de 1.a propia función pública, es decir de -
la Admir.istraci6n, !)Uesto (!Ue -proporciona a esta los me­
dios de $eleccionar los mejore~ aspirantes, de desiV"ar 
para los "PUesto~ vacante~ a los funci onario8- más aptoP, 
con el fi.n de lograr el máximo rendirr.iento de "11S aer-­
vidores y de eliminar a los inepto~. 

Encontrarr.oR que entre 1.as instituciones de función 
pública y de ~ervicio público, existe una meta común, la 
cual es 1.a de actividad, pero Que esto no es sufictente 
para confundirlas ya que toda función pública requiere -
para su existencia ser concretada en actos positivos 
que trasciendan la realidad jurídica. 
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Diferencias entre servicio núblico v fu~ción núbli­
~ Se¡;ún r.uestro juicio y apoyánñonos en lo ya estudia­
do en lo referente a estas dos fi¡:uras jurídicas esta--­
blecimos que mis principRles diferencias son: 

La función nública e" un concepto institucional y -
el •ervicio !JÚblico ac+.uali7.a y materie.li?a la función. 

La función pública e~tatal se revela cor.o tal por-­
que ei err.:ire debe realizarla el Estado en forma indelega­
ble, con todas las prerrogativas provenientes del Poder 
Público, por ser Poder Estatal; mientras que el "ervicio 
público cumple un cometido de interés !JÚblico pero no 
como manife~tación del Poder Estatal, lo establece el -­
legislador y puede ser delegado a particulares. 

La función pública se deetaca en que el Estado, 
realiza el cometido en forma exclusiva y por mandato de 
la ley fundamental es decir que encuentra su fuente nor-· 
rnativa en la ConAtitución. Mientras que el servicio pú-­
blico se encuentra regido por normas de Derecho Público, 
pero no es ejecución directa del Poder Público; y no lo 
crea la Constitución sino el legislador. 

La funci.ón pública, realiza cometidos de interés y 
utilidad !JÚblica porque satisface necesidades, y el ser­
vicio público también realiza cometidos para satisfacer 
necesidades colectivas. 
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Hacemos notar que la funci6n pública, !JOr ~u fuente 

con~titucior.al, s~ mqntiene co~o institución, mientras -
que el servicio nÚblico por e.u orieen circun~tancia.1, es 
un concepto que sufre variaciones, y no ~uede destacarse 
como instituci6n. 

1.3. PATRIMO!<IO DEL EST1'1l0. 

1.3.1. CONCEPTO. 

Para este tema es necesario hacer un estudio fene-­

ral del 'Patrimonio, el cual seeún Juan Carlos RéborA, lo 
entiende como: "la perflor.alidad misma del hombre puesta 
en relaci6r. con los diferentes objetos de sus derechos."(18) 

El Patrimonio de una persona !JOdemos concebirlo corr.o 
la universalidad jurídica de sus derechos reales y de sus 

derechos personales, bajo la relaci6n de un valor pecu-­
niario, es decir, carr.o biene~. 

Con lo ya redactado podemos inPtaurar nuestras si-­
guientes aseveracior.es: el Patrimonio forma un todo ju-­

rídi co una univerFalidad de derecho que no !JUede ser di-

18 Rébora Juan Carlos, "DERECHO DE LAS SUCESIONES", Ed. 
Biblio¡rráfica Argentina, segunda edici6n, Buenos Ai-­

res, 1952, p. 63. 
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vidide en ~arte~ determinadas ~or e! mismas, ee una plura­
lidad de tienes exteriores, tal que ~ueda ser considerada 
como ur.a unidad, es decir, corro un todo. 

BFtiMrr.o~ irrprescindible regaltar nuestre. si!Uiente 

reflexidm el Patrimonio es inseper?.ble de la persona, 
eete dura el tierr:po que dura la !>ersona, ~ero ~e !JUede 
tranemi tir por fallecimiento de la persona. 

El conce~to más conveniente de Patrimonio del Esta­
do, eefiín nuestro criterio, es el expresado por Serra -
Rojas y el cual ea el !'ipuiente: "el Patrimonio del Ee­
tado, se halla constitu!do por la universalidad de loe 
derechos y acciones de que e" titular, loe cuales pue--­
den valorarse pecuniariamente, sumados a las obligacio­
nes que loe gravan, encaminados a l~ realizaci6n de sus 
fines." (19) 

1.3.2. CLASIFICACION. 

Decimos que el Patrimonio del Bstado se clasifica 
en el Patrimonio de la Federaci6n y el Patrimonio de la 
Administración Pública. 

19 Serra Rojas, ob. cit., p. 159. 
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Cabe hace:!" la aclaración nue lR I,ey General de Bie­
nes Nacioneles, refUla el Patrimonio de la Federación, y 
no e1 del Estado, 9gto F!J:> !'uede con~iderar como un error 

legislativo, y este ~1!tá COir!JUP.Bto de la ~t.i:uiente mane­
ra: Bienee de Dominio Público y Bienes de Dominio P:r"iva­
do. 

Los Bienes de Do~inio Público son: 
I. los de uso coll'Ún, 
II. los señalados en los arts. 27 párrafos cuarto, quin­
to y octe.vo, y 42 fracción lle. de la Consti tucíón Pol 1'.-­
tica de los Estados Unidos &.exicanos, 
'III. los enumerado~ en la fraccí6n 2a. del art. 27 cons­
titucional, con excepción de lo~ comprendidoA en la ---­
fracci6n 2a. del artículo 3 de esta ley, 
IV. el suelo del mar territorial y el de las aguas mari­
nas interior.!?~, 

V. los inmuebles destinados por la Federación a un "er-­
vicio yúbli.co, 
VI. loe monumentos hist6ricos o artísticos; muebles e -­
inmuebles, de pro~iedad federal, 
VII. Jos monumento" erqueolói,;icos mueblee e inmuebles, 
VIII. loe terrenos baldíos y los dereás bienes inmuebles 
declarados por la ley inalienables e im~rescri~tibles, 
IX. los terrenos ganados natural o artificialmente al -­
mar, Y"Íoe, corrier.tee-, lar.o~, lagunas o esteros de '9ro-­
~iedad nacíon~l, 

X. las servicumbres, cuan~o el ~redio dominante Rea al-­
guno de los anteriores, 
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XI. los mu~blee de ~ro~iedad federe.l que por~ natura-­
le~a r.o sear. norrralmente subetitu!bles, co~o los documen­
tos y expedie~tes de l~s oficinas, 
XII, las pinturas murales, las esculturas y cualquier 
obra artística incorporada o adherida penr.enentemente a 
los iruruebles de la Federación, 

Lo~ Bienes de Dominio Privado $on: 

r. las tierras y aguas no comprendidas en el art. 2 de -
la Ley General de Bienes NacionAles, que sean suscepti-­
bles de enajenación a loe particulares, 

II. loe nacionalizados conforme a la fracción II del --­
art. 27 constitucional, que r.o se hubieren construido o 
deRtinado a la Administración, propaganda o enseñanza de 

un culto religioso, 
III. los bienes ubicados dentro del Distrito Federal con­
siderados por la legislación común como vacantes, 
IV, los que hayan formado parte de entidades de le. Admi­
nistración Pública Paraestatal, que se extingan, en la -
proporción que corresponda a la Federación, 
V. los bienes muebles al servicio de las deoendencias de 
los ooderes de la Unión, 
VI, los demás inmueble" y muebles que por cualquier ti-­
tu~o jurídicn ad<uiera la Ferteración, 
VII. los biene~ m~etlee ~ i~~uebles que la Federación 
~dquiera en el extranjero, 
VIII. los bienes inmuebles que adquiera la Federación o 

que in~resen por vías de Derecho Público y tengan por 
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objeto la con~tituci6n de reservas territori,.les, el -­
desarrollo urb""º :r habitaciomll o l9 regu1a.rizaci6n óe 
la tenencia de 2~ ti~rra. 

También se consideran bi~nss inmuebles del Uominio 
Privado de la Federaci6n, aquellos que ya for:nen 9arte 
de su patrimonio y que por su naturaleza sean ~~scepti-­
bles para ser destinados a l? solución de los problemas 
de 1~ habitaci6n popular, previa declaración ex9resa --­
que en cada caso haf" la Secretaría de Desarrollo Urbano 
'! Ecología. ( 20) 

En consecuencia. ?ensaT<os que el Patrimonio de la -­
Administración Pública Federal, como su nombre lo dice -
se va a referir a la orffar.ización federal de los bienes 
existente en nuestro país, y la cual ya se mencion6 con 
anterioridad. 

20 "LE! ORl}AJ1ICA DE LA ADMINIS'rRACION PUBLICA FEDERAL", 

Ed. Porrúa S.A., decimocuarta edici6n, hiéxico, D,o',, 

1985, p.p. 7-14. 
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c A p I T u L o I I. 

E s p E c I F I e A c I o 1 y e o ~ p o N E N T E s D E L 

D o M I N I o p u B L I c o y A N A L I s I s c o 111 p A-

R A TI V O CON OTRAS INSTITUCIONES 

J U R I D I C A S, 

2.1. ORIGEN DEL DOMINIO PUBLICO, 

Empezamos dando la interpretación más adecuada so~ 
bre el origen del Dominio Público, y analizando a dicha 
figura o institución comprendimos lo siguiente: es una -
suma de bienes pertenecientes al Estado, afectados al uso 
directo o indirecto de los habitantes, en este caso expre­
samos que la afectación, como elemento de la Dominicalidad 
Pública, reviste especial importancia por cuanto es el que 
explica y justifica el régimen excepcional a que están su­
jetos los bienes públicos. El bien, para adquirir la con-­
dición jurídica de pÚblico, debe estar necesariamente afec­
tado al uti singuli o al uti universi, esto es, a fin de -­
utilidad pública, 

Para el tratadista Villegas Basavilbaso, el momento -
de origen de la Dominicalidad Pública o Dominio Público es: 

"cuando se produce la incorporación de un bien al uso pÚbli• 
co, Y para la determinación de dicho momento se debe tener 
en cuenta la división de los bienes públicos en: naturales 
y artificiales, los primeros son aptos por sí mismos para 
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el uso publico, los sefUndos, son creaciones de la Admi­
nistraci6n Pública, y requieren hallarse en un estado -­
exterior que permita su utilizaci6n." ( 21). 

A lo ya mencionado, agregamos lo siguiente: tratán­
dose de bienes públicos naturales desde el momento en -­
que la ley que los declara como tales, tiene fuerza obli­
gatoria, se opera la afectación, sin ser necesario nin-­
giln acto administrativo para incorporarlos al uso públi­
co. Y en consecuencia, el momento de origen del Dominio 
Público de estos bienes está dado por la promulgaci6n y 
publicacidn de la ley. 

Y en el caso de los bienes artificiales, la condi-­
ci6n jurídica de éstos deriva de la ley, pero son crea-­
ciones de la Administraci6n Pública, y hasta en tanto no 
se hallen en un estado exterior que permita el uso públi­
co, la afectación no produce efectos jurídicos. De allí, 
que la afectaci6n de los bienes públicos artificiales, -
debe ser integrada con la existencia de un estado exte-­
rior de los mismos, que corresponda al destino de utili­
dad pública que fué el fin de la obra o construcción. 

21 Villegas Basavilbaso Benjamin,"DERECHO ADMINISTRATIVO", 
Ed. Tipográfica Editora Argentina, segunda edici6n, Bue­
nos Aires, 1952, p. 302. 
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Unido a lo anterior podemos decir que el bien ha de 
ser empleado efectivamente, No es suficiente que se en-­
cuentre en condiciones materiales de servir al uso públi­
co, sino dicho bien debe ser puesto en funci6n. Decimos 
entonces: con la puesta en funcidn termina el proceso de 
la afectacidn o consagracidn, y para ello no es indispen­
sable revestirla de formas solemnes¡ sino que, basta en­
tregar el bien expresa o implícitamente al uso público, 
que se incorpora al Dominio Público 

Xás adelante, en el capítulo correspondiente se ha­
rá un estudio sobre la afectación, 

2.1.2, EVOLUCION. 

Referente a esto encontramos que la institucidn del 
Dominio Público, es el resultado de un largo proceso doc­
trinal. Si bien es indiscutible que las cosas públicas -
existieron en la antiguedad, la idea de un Dominio Pdbli­
co es decir, de una propiedad con caracteres jurídicos -
especiales, no pudo elaborarse, por falta de sujeto a -­
quien atribuir ese Dominio, 

Al respecto contamos con el criterio de Mayer el -­
cual dice:"el derecho de las cosas públicas debi6 encon­
trar su primera dsterminacidn jurídica en la forma eo---
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cial primitiva de la realizaci6n de los intereses públi­
cos: en las comunidades rurales, en las cuales los dere­
chos de los individuos y los de su ur.i6n se confundían, 
prevaleciendo unos u otros alternativamente, según los -
objetos." ( 22) 

Consideramos como respuesta a la opini6n de Mayer, 
el pensamiento de Genossenschaften el cual expresa:"esas 
comunidades rurales, poseían necesariamente camir.os, ca­
lles, plazas, y los terrenos afectados eran comunes. No 
pertenecían a la totalidad de los mismos y estaban des-­
tinados a.la comunicaci6n de todos. El jefe de la asocia­
ci6n tenía a su cargo el mantenimiento y el buen uso de 
esas cosas comunes. El derecho de esos bienes s6lo se -­
manifestaba bajo formas del uso de todos y la tutela de 
la autoridad." ( 23) 

Sobre la naturaleza jurídica del Dominio Público en­
contramos que algunos autores, sostienen que el príncipe 
poseía las cosas públicas con el mismo- título que en el 
Derecho Romano las poseía el pueblo soberano¡ el uso de 
todos sobre esas "res" (cosas) se fundaba en el permiso 
del príncipe propietario. 

22 Villegas Basavilbaso, ob. cit., p.p. 18-19. 
23 Garza Sergio Francisco de la, "llOMI!iIO PUBLICO", Ed. 

Porrúa S.A., tercera edici6n, México, D.F., 1968, --­
p. 265. 
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Y a su vez, hay autores que difieren de dicha tea-­
ría, y basándose en los textos del Digesto reclan:an las 
cosas públicas para el pueblo, cuyo derecho se manifies­
ta en el uso de todos. 

En consecuencia vemos que este "usus 11 (uso) absorbe 
todo el derecho de la cosa pública y s6lo le quedaba al 
príncipe un derecho de vigilancia. 

Y por lo tanto, hallamos en la mencionada teoría de 
filiaci6n romanista, la cual considera al pueblo como -­
propietario de la cosa pública, un vicio el cual es: el 
pueblo como tal, estaba demasiado alejado de la realidad 
de la vida pública, para que pudiera ser considerado como 
un propietario en serio, por esta raz6n afirmrunos que el 
uso de todos sobre la cosa pública, no era suficiente -­
para convertir al pueblo en el titular de la misma y, co­
mo resultado las cosas públicas permanecían bajo la tute­
la del príncipe, de esta forma el príncipe tenía la ju-­
risdicci6n, y la cosa permanecía afectada al uso de to-­
dos. Esta teoría prevaleci6 en la época de la monarquía 
absoluta, en la cual el pueblo apareci6 como el usuario 
de la cosa pública, 

Nos dimos cuenta que con el establecimiento del feu­
dalismo, los derechos dé las comunidades y ciudades fue­

ron absorbidos por los señores y ulteriormente por el --
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príncipe, quien reclamaba la propiedad de las cosas que 
no tenían propietarios, En otras palabras, las cosas 
pdblicas pertenecían al príncipe a título personal. 

Por lo tanto, la Ciencia del Derecho inicia el estu­
dio crítico y constructivo de la cosa pública, con la de­
saparicidn del Estado Peudal, 

Hallamos que se le atribuye a Pardessus, el haber -
sido el primero en emplear la locuci6n "Dominio Público•, 

Coincidimos con Pardessus al considerar que la locu­
cidn correcta para designar la categoría de bienes no -­
pertenecientes individualmente a los particulares, des-­
tinada al uso pdblico sea este directo o indirecto, y -­
sometida a un r4gimen jurídico especial, es "Dominio Pú­
blico", 

Concluímos agregando que la cosa pdblica, tiene la 
condici6n jurídica de inalienable, lo cual significa que 
la cosa pública no puede ser susceptible de propiedad, -
salvo que deje de estar destinada a un uso público, 

2.1.3. NOCION, 

Juzgamos que resulta recomendable un análisis gene­
ral y de conjunto, de los distintos criterios concebidos 
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por la doctrina para dar la noci6n conceptual de Dominio 
Público, s6lo as! se tendrá una visión clara de las di-­
versas opiniones. 

A lo expresado con antelaci6n podemos adelantar:mu­
chas de las evidentes deficiencias que se advierten en -
las nociones conceptuales propuestas por algunos trata-­
distas, obedecen a que no hicieron un estudio met6dico -
de.esta compleja cuesti6n; no desentrañaron y menos ana­
lizaron todos los elementos que integran la noci6n de la 
Dominialidad; se han referido a unos elementos desdeñan­
do otros, llegando así a contrasentidos. Con base en lo 
anterior, no sólo hay disensiones acerca de qui~n ha de 
ser considerado como sujeto titular de Derecho sobre -­
loa bienes dominicales (elemento subjetivo), sino tam-­
bi~n sobre qu6 objetos (bienes o cosas) son susceptibles 
de integrar el Dominio Público (elemento objetivo), es -
decir, se discute si pueden integrarlo loa bienes en ge­
neral, o sólo las cosas corporales y dentro de estas úl­
timas. si ha de tratarse de muebles o de inmuebles. 

Al respecto nos encontramos con que los autores 
discuten acerca de cuál es el fin (elemento teleol6gico) 
a que debe responder la incluai6n de una cosa o de un -­
bien en el Dominio Público; mientras unos a6lo conside-­
ran como nota conceptual que el uso público ha de ser -­
directo, otros incluyen el uso público indirecto, y para 
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expresar este dltimo oe valen de diferentes expresiones 
tales como: afectaci6n a servicios pdblicos, a utilidad 
general, a utilidad o comodidad comdn, a utilidad colec­
tiva, a utilidad pdblica, a funciones pdblicas, a fina-­
lidades pdblicas, a un fin pdblico, etc, Y como si todo 
esto no fuese suficiente, hay quienes introducen la va~ 
riente de que el bien respectivo ha de ser esencial para 
que el ente pdblico cumpla eu funci6n o desempefio en 'ª­
ta el papel principal., funci6n que ha de ser exclusiva -
del ente, e incluso hay quien pretende que el uso pdbli­
co sea gratuito, olvidando que la gratuidad u onerosidad 
son simples modalidades que presenta el uso de los bie-­
nes pdblicoe, pero de ningdn modo constituyen elementos 
característicos de 'atoe. 

Pinalmente corroboramos que tampoco existe acuerdo 
acerca del elemento normativo integrante de la Dominia~ 
lidad, ya que, hay quienes admiten que los bienes del ~ 
Dominio Pdblico son tales, o que pueden serlo, por su -­
naturaleza, esto relacionado con el Derecho Pranc,s, se­
gdn el cual dice:"generalmente pertenecen al Dominio Pd­
blico todas las porciones de territorio franc's que no -
son eusceptibles de una propiedad privada," (24) 

24 Garza de la, ob, cit., p. 350. 
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Por otro lado, podemos percibir que otros autores 
s6lo admiten que el carácter público de los bienes emana 
exclusivamente de disposi.ciones del legislador. Conside­
ramos que con lo dicho es Bllficiente para tener idea so­
bre los distintos criterios propuestos, acerca de lo que 
ha de entenderse por Dominio Público. 

2.1.4. IDEAS GENERALES. 

Coincidimos en que la llamada teoría del Dominio -­
Público está conetituída por una masa o conjunto de bie­
nes, estos, por los fines que con ellos se pretenden y -
logran, hállanse sometidos a un régimen especial de De-­
re cho Público. 

El meollo de la mencionada teoría lo situamos en la 
siguiente circunstancia: si bien los romanos concibieron 
lo que hoy llamamos Dominio Público, sus ideas al respéc­
to no fueron bastante precisas y concretas, sino vagas e 
inorgánicas. 

Resulta conveniente afirmar a nuestro juicio que la 
teoría actual del Dominio Público es de origen puramente 
doctrinario y jurisprudencial. Esta se inici6 a princi-­
pios del siglo pasado, pero no es exacto, como lo preten­
de Jéze, que dicha teoría sea original del Derecho Públi­
co Francés y que haya sido en Francia donde ella naci6; 
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eeta teoría decimos que tiene su raíz aunque vaga y difu­
samente, en el antiguo Derecho Romano. 

Estimamos necesario aclarar que en Francia, fuá en 
donde se inici6 el proceso de sistematizaci6n de dicha -
doctrina y de su ajuste a principios jurídicos. En este 
sentido la ciencia actual, tiene una deuda de gratitud -
hacia los eminentes jurisconsultos franceses, pero de -­
ninguna manera se les debe la creaci6n de dicha teoría. 

Cdncluímos asegurando que el Dominio Público, es un 
concepto jurídico; su existencia depende de la voluntad 
del legislador. Sin ley que le sirva de fundamento, nin­
gún bien o cosa tendrá carácter dominical. 

2.2. ELEll!ENTOS INTEGRALES DEL lXlMINIO PUBLICO, 

Tomando en consideraci6n lo expuesto en líneas pre­
cedentes estimamos que los elementos de la noci6n conceP­
tual de Dominicalidad Pública o Dominio Público son los 
que a continuaci6n se mencionan1 

~ elemento subjetivo 

~ elemento objetivo 

~ elemento teleol6gico 

~ elemento normativo. 
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A continuaci6n exlicaremos cada uno de estos ele-­
mantos: 

a) Elemento subjetivo: es lo referente al sujeto o 
titular de la misma, Al respecto Alvarez Gend!n nos dice: 
"las cosas o bienes dominiales s! tienen sujeto pues ellos 
no s~n - res nullius -, (bienes sin suj-eto, cosas de na­
die), porque de lo contrario cualquier persona podría -­
apropiárselos, desvirtuando as! la propia raz6n de ser -
del Dominio Público." (25) 

Consideramos conveniente especificar que los bienes 
del Dominio Público jamás pueden pertenecerles a las per­
sonas particulares, 

Para lo dicho con anterioridad nos basamos en la -­
siguiente cuesti6n: un particular, no puede ser titular 
de un bien dominical, porque la satisfacci6n de las ne-­
cesidades públicas, a que esencialmente se hallan desti­
nadas las cosas dominicales, es una funci6n estatal, y -
de ningún modo es actividad a cargo de los particulares. 

Y por lo consiguiente, afirmamos que los bienes --­
dominicales no son como ya se dijo "res nullius" (bienes 

25 Alvarez Gend!n Sabino, "EL DOMINIO PUBLICO", Ed, Bosch, 
decimosegunda edici6n, Barcelona, 1956, p.p. 45-120. 
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sin sujeto, cosas de nadie), ya que ellos en ningún caso 
pueden pertenecerles a los particularee. 

Respecto a lo ya analizado se advierte que hay dos 
tesis que hoy dividen la doctrina, en lo que se refiere 
a la deter:ninaci6n del sujeto del Dominio PQblico y las 
cuales son1 a) la que considera como titular de bienes -
dominicales al Estado y b) la que tiene como titular al 
pueblo, 

a) Tesis que considera como titular de los bienes 
dominicales al Estado: situándonos en dicha postura, en­
contramos s6lo el siguiente inconveniente: sostener que 
el Estado y no el pueblo es el sujeto del Dominio de --­
las cosas pQblicas, equivale a sostener que el Estado es 
dueño de s{ mismo. 

Confirmamos y aclaramos que un Estado, es un con--­
junto organizado de hombres que extiende su poder sobre 
un territorio determinado y reconocido como unidad en -­
el campo internacional, Vemos de ello surgir que loe ele­
mentos constitutivos esenciales del Estado, son dos de -
carácter externo: el pueblo y el territorio, y uno inter­
no: el poder ordenador. De .. manera que el concepto del Es­
tado nos da la idea conjunta de territorio y de pueblo y 
como resultado tenemos que si falta uno de t!stos no hay 
Estado, 
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De lo anterior, reflexionamos que: sostener que el 
Estado es dueño de los bienes públicos, puede dar lugar 
a interpretar que es dueño de una de las partes, y no -­
de la totalidad, porque en este caso equivale a mantener 
que el Estado es dueño de s! ~ismo, ya que el territorio 
(del cual forman parte los bienes públicos) es uno de -­
los elementos esenci•les que concurren en la fonnaci6n -
del Estado. 

b) Tesis que considera como titular de los bienes -
dominicales al pueblo: analizando dicha cuesti6n, quere­
mos que quede bien asentado que si bien el pueblo es el 
que utiliza los bienes del Dominio Público, él no.es el 
titular y por lo tanto, dichos bienes son administrados 
en forma directa por el Estado, a través del Poder Eje-­
cutivo, y éste a su vez por medio de los 6rganos que. lo 
integran, y el cual uno de ellos es la Administracidn -­
Pública. 

Asimismo sostenemos que el uso de los bienes públi­
cos le pertenece al pueblo. Pero aclaramos que dicho uso 
les pertenece a todos los habitantes, por supuesto refi­
riéndose únicamente a los usos comunes,(son los que to-­
dos los ciudadanos pueden realizar por igual y por e! -­
mismos, sin necesidad de autorizacidn especial del Esta­
do). 
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En cambio, decimos que el pueblo no está habilitado 
para ejercitar por s!, usos especiales, ya que dicho 
ejercicio se limita exclusivamente a loe usos comunes, 

b) Elemento objetivo! este elemento se relaciona con 
loe objetos (bienes o cosas) susceptibles de integrar el 
Dominio Público. 

Canas! José externa lo siguiente! "el Dominio Pllbli­
co, se ejerce sobre bienes idénticos a aquellos sobre loe 
que se ejerce la propiedad privada, deduciendo que la 
Dominialidad es independiente de la cualidad material de 
las cosas, De modo que objetivamente, pueden integrar el 
Dominio Público, cualesquiera clase de bienes o de cosas 
(objetos corporales e incorporales, ya se trate de inmue­
bles, muebles, o derechos)", (26) 

En el terreno doctrinario, hay absoluta uniformidad 
en el sentido de que los inmuebles pueden constituir de­
pendencias dominialee. 

Aunado a lo anterior proseguimos externando. lo si-­
guiente: tratándose de un inmueble dominial, ·no sello in­
tegrará el Dominio !'l1blico su superficie, sino también -
el espacio aéreo que lo cubre y el subsuelo. 

26 Canas! José, "DOMINIO PUBLICO", Ed. Depalma, cuarta 
edicicSn, Buenos Aires, 1972, p. 38. 
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Por lo tanto, si se observan los bienes inmuebles -
integrantes del Dominio Público, es lógico suponer y com­
probar que junto a los bienes principales, suelen haber 
bienes accesorios. 

La solución a 1'11.lestra meditaci6n es la que a conti­
nuación expresamos: para determinar si el accesorio in-­
tegra o no el Dominio Pliblico, es decisivo establecer, -
si dicho accesorio contribuye o no en forma permanente -
directa e inmediata, a que el bien dominical sumpla su -
destino y satisfaga los fines que motivan su institución; 
desde luego, si el accesorio fuere esencial para que el 
bien público cumpla su destino, dicho accesorio tambi~n 
revestirá calidad dominical. 

Por otro lado, creemos que no existe principio ju-­
rídico alguno que impida incluir en el Dominio Pliblico a 
las cosas muebles, pero resaltamos que no ha contado di­
cha inclusión con el mismo apoyo, como ocurri6 en mate-­
ria de inmuebles, 

c) Elemento teleol6gico o finalista; este elemento 
se refiere a la finalidad a que debe responder la inclu­
si6n de una cosa o bien en el Dominio Público. 

El tratadista J~ze señala:"las notas que caracte-­
rizan a los bienes del Dominio Público son: 

l) pertenecen al Estado, 
2) están afectados directamente a un servicio pú--­

blico, 
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3) debe tratarse de un servicio público esencial, 
4) en el servicio público, la cosa debe desempeñar 

el papel principal." ( 27) 

Hacemos notar que el criterio dicho por J éze es im­
preciso, porque la noci6n de servicio público que le sir­
ve de base no es clara; ya que puede haber dependencia -
del Dominio Público cuando la cosa respectiva esté afec­
tada a un servicio público, prestado directamente por el 
Estado, pero no es indispensable que siempre ocurra as!, 
y por lo tanto, el Dominio Público no es una consecuen-­
cia de la noci6n de servicio público, pero además, es -­
difícil determinar en qué casos la cosa desempeña el pa­
pel principal, ya que tan principal es la cosa, como la 
respectiva actividad. 

Conforme a la teoría de Guiciardi:"es dominial y -­
por lo tanto objeto de propiedad pública, todo inmueble 
perteneciente a un ente público, necesario para una fun­
ci6n exclusiva del ente y que haya sido destinado a di-­
cha funci6n." ( 28) 

Al respecto opinamos que esta tesis es inaceptable 
ya que su aplicaci6n deja al margen de la Dominicalidad 

27 Diez Manuel María, "DERECHO ADMINISTRATIVO", Ed. Omeba, 
Buenos Aires, 1963, p. 168. 

28 Diez, ob. cit., p. 189. 
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a ciertos bienes cuyo carácter público es aceptado por -
la generalidad de la doctrina. 

Juzgamos que el uso público determinante de la Do-­
mi~icalidad es no sólo el directo, sino también el indi­
recto, Ya que el uso indirecto responde a la finalidad -
que motiva la inclusión de una cosa o bien en el Dominio 
Público, por ejemplo: uso directo.- un monumento nacional 
destinado a la contemplación por parte de los habitantes; 
uso indirecto.- una biblioteca pública, que traduce la -­
prestación de un servicio público. 

d) Elemento normativo o legal: la razón por la cual 
dicho elemento es imprescindible para la integraci6n del 
Dominio Público, es porque éste no es una creaci6n de la 
naturaleza, ya que no hay bienes públicos naturales o por 
derecho natural. Y su existencia depende de la voluntad -
del legislador, esto es, sin ley que le sirva de fundamen­
to, ningún bien o cosa tendrá ca?"?.cter dominical. 

En otras palabras el elemento normativo o legal se 
refiere a la necesidad de que, el carácter dominial de -­
une cosa o de un bien resulte de una norma legal. Y por -
lo tanto, el Dominio Público es un concepto jurídico, que 
depende de la ley, y es el Estado quien establece el ca-­
récter público de las cosas. 

Hacemos la observación de que el Dominio Público no 
es una instituci6n de naturaleza civil, sino que es de --
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Derecho Administrativo. Si el C6digo Civil hace referen-­
cia al Dominio Público no es para atribuirle naturaleza -
civil, sino estimamos que es con el dnico objetivo de des­
lindar tanto al Dominio Pdblico como al Dominio Privado.Pe­
ro entendemos que respecto al Dominio Público, el C6digo 
Civil termina su misi6n e8tableciendo qué cosas lo inte-­
gran o dando laa reglas que permitan establecerlo. 

Insistimos en la cuesti6n de que es al Congreso de -
la Uni6n a quien le corresponde la facultad constitucio-­
nal de dictar las nonnas jurídicas, por consiguiente la -
facultad de determinar o establecer cuál.es bienes son do­
minicales y cuáles de régimen privado, es de exclusiva 
incumbencia del Estado a través de una ley formal. 

Para concluir diremos que s6lo la ley nacional es -­
el medio jurídico id6neo para establecer qué cosas son -­
pdblicas y cuál.ea privadas. De este modo vemos que la nor­
ma que establece cuál.ea son loa bienes integrantes del Do­
minio Público eatá comprendida en la Constituci6n. 

Desde el punto de vista legal, los bienes del Domi-­
nio Pdblico pueden ser determinados en tres formas distin­
tas y las cuales son: 

l) mediante indicaci6n específica de los mismos: --­
cuando la referencia a un determinado bien es específica, 
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la cuestión no apareja dificultad alguna; el bien es del 
Dominio Público porque as! lo dispone la ley expresamen­
te. 

2) Mediante indicación genérica de ellos: la doctri­
na y la jurisprudencia no crean ni pueden crear bienes -­
públicos: tal creación tiene base legal, aunque genérica. 
El carácter dominial surge de la ley, por lo tanto, la -­
doctrina y la jurisprudencia tienen una función simple-~ 
mente integradora. 

3) A falta de ley específica o genérica, recurriendo 
a l~ analogía y a los principios generales del Derecho: 
cuando el carácter público de un bien deba determinarse -
por el procedimiento de la interpretación jurídica, en -­
tal caso, el intérprete debe valerse de la analogía jurí­
dica y de loe principios generales del Derecho. Pero siem­
pre tratará de bienes cuyo carácter dominial deriva de la 
ley, pues, tanto la analogía jurídica como los principios 
generales del Derecho, son aplicables en la especie por -
mandato legal y deben hallar fundamento en le legislación 
vigente. 

2,3, EXISTENCIALIDAD Y DEFINICION DEL DOMINIO PUBLICO CO­
V.O INSTITUCION JURIDICA. 

A fin de conformar la más acertada definición del -­
Dominio Público, hemos tomado en cuenta diversas concep--
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ciones de diferentes autores: 

El tratadista Ducroq señala que:"el Dominio Público 
resulta de la naturaleza de la cosa y no de un hecho pu-­
ramente accidental y extraño, esto es, que no puede ser -
susceptible de propiedad privada por su naturaleza." (29) 

Nuestra reflexión a ~o dicho con sntelaci6n por Du­
croq es: no existen bienes que no pueden ser objeto de -­
apropiación por el hombre, 

La doctrina moderna sobre la noci6n conceptual del -
Dominio Público, ha sido desarrollada por el autor Balbé, 
y la define de la siguiente manera:"es un conjunto de bie­
nes de propiedad del Estado, afectados por el y al uso di­
recto o indirecto de loa habitantes," (30) 

Analizando lo dicho por Balbá, nos parece insuficien­
te en lo referente al papel que desempeña el Estado, 

Por su parte Diez define al Dominio Público como: 
"el conjunto de bienes, pertenecientes a personas jurí-­
dicas de Derecho Público, que sean esenciales para la sa-

29 Escala José Háctor, "TRATADO TEORICO PRACTICO DE LOS 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS", Ed. Depalma, Buenos Aires, 
1967, p. 45, 

30 Escala, ob. cit., p. 53. 
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tisfacci6n de una funcidn pública exclusiva de esa per-­
sona." (31) 

Al respecto comentamos recordando que el uso públi-­
co dete:r:i;inante de la Dominialidad es no sdlo directo si­
no también indirecto, 

En conclusidn pensamos que el Dominio Público, es un 
conjunto de bienes que, de acuerdo al ordenamiento jurídi­
co (Constitucidn), pertenecen al Estado y los cuales van 
a ser administrados por el EPtado a través del Poder Eje­
cutivo y éste por medio de eue drganos, (Administracidn -
Pública), hallándose destinados dichos bienes al uso pú-­
blico directo o indirecto de los habitantes. 

Para nuestra definici6n tomamos en cuenta los ele--­
mentos que constituyen al Dominio Público, pero no las 7-
consecuencias derivadas del régimen dominical, ni las mo­
dalidades inherentes al mismo. 

Examinando nuestra definicidn antes redactada a fin 
de verificar sí incluye los cuatro elementos constitutivos 
de la Dominialidad o Dominio Público tenemos: conjunto de 
bienes, (elemento objetivo), que, de acuerdo al ordenamien­
to jurídico (Constituci6n), (elemento normativo o legal), 
pertenecen al Estado, (elemento subjetivo), dichos bienes 
administrados por el Estado a través del Poder Ejecutivo 
y éste por medio de sus 6rganos, (Administracidn Pública), 

31 Diez Manuel María, "DOMINIO PUBLICO", Ed. Plus Ultra, 
segunda edici6n, Buenos Aires, 1974, p. 81. 
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hallánse destinados estos bienes al uso público directo o 
indirecto de loe habitBlltee (elemento teleol6gico o fina­
lista). 

EltISTEKCIA NECESARIA DEL DOMINIO PUBLI<D co~o INSTITUCION 
JURIDICA. 

El tratadista Pelloux, considera dudosa la necesidad 
del Dominio Público bas4ndose en la siguiente aseveraci6n1 
"estima que la inalienabilidad y la imprescriptibilidad no 
se requieren para protegerlo, por cuanto actualménte el -
Estado h4llase representado en todas partes por agentes -
que pueden impedir las usurpaciones cometidas contra dicho 
Dominio.• (32) 

Según nuestro punto de vista encontramos que, Pelloux 
ha considerado s6lo una parte del problema, porque, no se 
trata simplemente de proteger los bienes dominialee contra 
actos ileg!timoe procedentes de particul~ree, sino tam--­
bi&n de protegerlos contra actos del propio Estado ef ec-­
tuado s sin la debida meditaci6n. Y asentamos que uno de -
los objetivos de ese rdgimen jurídico es evitar la desa-­
prensiva gestidn de los bienes dominiales por parte del -
Estado, 

32 A. Fiorini Bartolomé, "MANUAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO", 
Ed. La Ley S.A., tercera edici6n, Buenos Aires, 1968,p. 98. 
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Ahora bien loe bienes dominiales, por hallarse des-­
tinados al uso público, directo o indirecto, requieren una 
especial protecci6n, dadas las necesidades que satisfacen 
y por eso ha podido decirse que la Dominialidad es un r&­
gimen que asegura una protecci6n especial a ciertos bie-­
nes, considerados particularmente necesarios al público. 

Y por esto a nuestro juicio concluímos externando que 
la existencia del Dominio Público como instituci6n jurídi­
ca, se justifica plenamente, ya que su rágimen especial -
permite la adecuada protecci6n de ese conjunto de bienes, 
sea contra actos ilegítimos procedentes de los particula­
res, o del propio Estado. 

2.4. CLASIPICACION DEL DOMINIO PUBLICO. 

Haciendo un estudio comparativo entre diversos au--­
tores respecto a la clasificaci6n del Dominio Público, 
concluímos que esta puede ser de la siguiente maneras 

l.- Clasificaci6n de los bienes públicos considera-­
dos en sí mismos o materialidad del biens a) ·muebles, --­
b) inmuebles y c) objetos inmateriales y derechos, la --­
mencionada clasificaci6n no tiene mayor problema pues, en 
el elemento objetivo ha quedado de manifiesto como los -­
bienes muebles e inmuebles comprenden al Dominio Público, 
respecto a los objetos inmateriales que pueden integrar a 
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esta figura jurídica tenemoe a: el espacio aéreo que cu-­
bre el territorio del Estado, haciendo notar que este no 
es lo mismo que el espacio aéreo que cubre loe bienes do­
miniales del Estado ya que, el primero tiene trascenden-­
cia internacional, y el segundo implica una cueeti6n de De-

·recho PÚblico interno y además la extensi6n de ambos,en -
altura, es distinta. 

En lo referente a los derechos que integran al Domi­
nio Público contamos con: las servidumbres públicas, loe 
derechos intelectuales sobre las obras científicas, lite­
rarias y artísticas. 

Consideramos que también pueden integrar al Dominio 
Público: las bibliotecas públicas, los museos públicos, -
los archivos públicos, etc. así como sus elementos consti­
tutivos tales como: libros, objetos de arte, documentos, 
etc. 

2.- Clasificaci6n de los bienes por razón de sus ti­
tulares: vimos en líneas anteriores c6mo la doctrina está 
de acuerdo, en que los bienes públicos deben necesaria--­
mente depender del Estado. A este respecto diremos que -­
loe bienes públicos, tienen como titular no s6lo al Esta­
do, sino también a los entes autárquicos o autosuficien-­
tes; no obstante que hay autores para loe cuales resulta 
inaceptable dicha claeificaci6n, es decir específicamen-­
te para aquellos que sostienen que el pueblo es el sujeto 
del Dominio Público. 
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J.- Clasificación de los tienes públicos en razón de 
su composición geofísica: referente a dicha clasificación, 
tratamos de hacer la más adecuada jerarquización y expli­
cación de los bienes que la comprenden, y la cual queda de 
la siguiente manera: 

a) bienes públicos terrestres.- encontramos que el -
Dominio Público Terrestre, está constituído por inmuebles, 
por las cosas que se encuentran por sí mimnas inmoviliza­
das, como por ejemplo: el suelo y todas las partes sóli-­
das que forman parte de su superficie, afectadas o consa­
gradas a la utilidad o comodidad común. 

b) Bienes públicos hídricos: en este caso, el Domi-­
nio Público Hídrico, está constituído por las aguas públi­
cas. 

e) Bienes públicos terrestrehídricos: el Dominio --­
Público Terrestrehídrico está constituído por bienes de -
naturaleza física compuesta de¡ tierra y agua, por ejem-­
ple: las islas y los puertos. 

d) Bienes públicos aéreos: el Dominio Público Aéreo, 
está constituído por el espacio atmosférico, Pero juzga-­
mes pertinente aclarar: no cabe confundir el aire con el 
espacio aéreo, porque, el primero es un elemento aéreo -­
sin límites ni medidas, con· una constante mobilidad y --­

fluidez, no es susceptible de apropiarse y pertenece a --
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aquel género de cosas que los ron-.anos denozr.ir.a.ron "res co­
mmunis comr.iu,,-.", (todas le.e personas podrían libremente usar 
y poseer), y, el segundo, por el contrario, es perfectamen­
te definible, capaz de ser limitado, fijo y constante, es 
suscepticle de Apropiación, (pudiendo par tanto ser suje­
to de propiedad y soberanía). 

4.- Clesificaci6n de acuerdo al origen o formación de 
la cosa: el Dominio Público se clasifica en: natural y ar­
tificial según se trate de bienes declarados públicos por 
el legislador, considerándolas en su estado natural, es -
decir en el estado en que la naturaleza los presente u -­
ofrece, por ejemplo: un río, o de bienes declarados pú--­
blicas por el legislador, pero cuy.a creación a existencia 
depende de un hecho humano ejemplo: una calle. 

l·a mencionada diferenciación, aparte de resultar de 
la naturaleza misma de las cosas, surge de los propios -­
términos de la ley. 

Estimamos interesante hacer la siguiente anotación: 
la mayoría de los autores, haciéndose eco de este crite-­
rio, hablan de "Dominio Público Natural y de Dominio Pú-­
blico Artificial", según se trate de una o de otra de --­
esas categorías de bienes. Comparándolos con los escrito­
res italianos, vitr.os como éstos hablan de "Demanio Nece-­
ssario y de Demanio Accidental e", conceptos que corres--­
ponden respectivamente a Dominio Natural y Artificial. 
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Y por lo tanto coincidimos en ~anifestar las si---­
guientes .justificaciones correspondientes a esta clasifi­
caci6n y las cuales son: 1) el carácter o naturaleza del 
bien, es decir, la circunstancia de que se trate de bie-­
nes públicos considerados tales en su estado natural o de 
bienes declarados públicos por el legislador pero cuy~ -­
creaci6n o exietencia depende de un acto humano (Domir~o 

Natural y Dominio Artificial), repercute decisivamente en 
todo el régimen de la afectación y de la desafectación, Po­
drán efectuarse por actos administrativos o será pertinen­
te el correspondiente acto legislativo. 2) Igualmente el 
origen o fonnaci6n natural o artificial del bien, reper-­
cute en lo relacionado con la deli~itación y el alinea--­
miento de los bienes públicos. Lo de delimitación se vin­
cula a los bienes natureles, en tanto que la alineación -
se refiere a los artificiales, 

Es imprescindible dejar bien establecido que los --­
conceptos de Dominio y Jurisdicci6n no son equivalentes -
ni correlativos; el primero, se traduce por el ejercicio 
directo de dominación o señorío sobre el bien, en tanto, 
que el segundo es una potestad que se ejerce virtualmente 
sobre el mismo. Con esto se toma en cuenta a la Entidad -
que se encuentre habilitada, para regular lo atinente al 
uso de las respectivas Dependencias Domininles. Y, en tal 
caso vemos c6mo su trascender.cía jurídica es obvia. 
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Pensamos que las distintas clasificaciones ya expli­
cadas solamente tienen importancia de orden jurídico la -
referente al origen o for¡¡¡aci6n de la cosa, igualmente -
como sucede en el caso de la jurisdicción, 

2, 5, CUADRO EXPLICATIVO DE DISTil\CION ENTRE DOMH.IO PU-­

BLICO Y DO~.Il'\IO PRIVADO, 

Creemos que la distinción entre ambos tipos de Do-­
minio ya la concibieron los romanos. Pero nos hallamos -
con que su sistematización es obra de la doctrina del si­
glo pasado, 

Tratadistas como: Proudhon, Foucart, Batbie, Duguit, 
Guiciardi, Bonnard, Naline y Laubadere, coinciden en de-­
cir que la diferencia entre Dominio Público y Dominio Pri­
vado, es de r~gimen jurídico, 

Por su parte Pelloux considera que: "el Estado posee 
bienes en virtud de dos títulos diferentee; como Poder -­
Público y a Título Privado," (33) 

A nuestro parecer los primeros formarían el Dominio 
Público y loe segundos el Dominio Privado, 

33 A, Fiorini, ob. cit., p. 117. 
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Es conveniente precisar que para considerar un bien 
o cosa como dependencia del Dominio Público, y sea some-­
tido al régimen correspondiente, es necesario que dicho -
bien o cosa esté afectado al uso público. 

Asimismo observrur.os que la diferencia entre ambos -­
tipos de Dominio (Público y Privado), puede ser debido a 
la distinción existente entre Derecho Público y Derecho -
Privado. Ya que, las normas que regulan el Dominio Públi­
co, en su vinculaci6n con los particulares, y las que re­
gulan el Dominio Privado, también en dicha vinculación, -
mantienen la diferencia ese~cial entre Derecho Público y 
Derecho Privado. Y en tal caso, tenemos que hay normas de 
subordinaci6n en lo atinente al Dominio Público y de coor­
dinaci6n en lo referente al Dominio Privado. 

Otra teoría con la cual contamos es la de Duguit, el 
cual establece ques "el fundamento de la Dominicalidad Pú­
blica es la idea de afectaci6n a un servicio público. La 
noción de servicio público domina todo el Derecho Público, 
se trate de funciones, de 6rganos o de cosas." ( 34) 

Estiffiamos oportuno afirmar que las dependencias do-­
minicales que están afectadas a un servicio público se --

34 Ibídem, p. 123. 



- 63 -

distinguen de las que no lo estan, Pero es preciso esta-­
blecer tales distinciones en raz6n del modo de afectaci6n, 
así como de la misma estructura de las diversas dependen­
cias, tomando en cuenta la naturaleza del servicio al cual 
están afectadas y de la funci6n que desempeñan para la -­
prestaci6n del servicio, 

Por lo expuesto anteriormente manifestamos que la -­
primera consecuencia que se deduce de lo descrito, es la 
de situar en una categoría especial todas las dependen--­
cias dominicales que no están directamente afectadas como 
tales, al funcionamiento de un servicio público, y que -­
fonnan segú11 el uso corriente, el Dominio Privado, 

Es importante comprender nuestra siguiente concep--­
ci6n: en el Dominio Público entran todas las cosas, mue-­
bles o inmuebles, que son destinadas, bajo una fonna u -­
otra, para el funcionamiento de un servicio público; pero 
creemos que es un error, considerar que todas esas cosas 
están en la misma eituaci6n y sujetas a las mismas reglas. 

Ejemplificado lo dicho con antelaci6n, es que según 
la naturaleza de la cosa, la categoría del servicio, el 
modo de afectaci6n o de empleo, resulta que la Dominica-­
lidad ea diferente, y por consecuencia el régimen jurídico 
no es el mismo, como ya se aclar6 anterionnente, 
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2. 6. 001mno PUBLICO FRE!\TE AL SERVICIO PUBLICO. 

Al referirnos al servicio público consideramos ne-­
cesario, asentar nuestra siguier.te concepci6n: las cosas 
afectadas al servicio público tienen una condici6n jurí-­
dica especial, esto se debe a que la satisfacci6n de las 
necesidades colectivas no podría ser cumplida en forma -­
regular y contir.ua, si las cosas constitutivas del servi­
cio estuviesen sujetas al régimen de la propiedad privada. 

Al respecto contamos con la opini6n de Jéze el cual 
dice: "s6lo puede existir dependencia del Dominio Público 
sí la cosa está afectada a un servicio público. La idea -
de servicio público constituye la base de todas las re--­
glas del régimen jurídico que se denomina régimen del Do­
minio Público y que se difiere del régimen jurídico de la 
propiedad privada," ( 35) 

De lo antes mencionado, nuestro pensamiento al res-­
pecto es que si el Dominio Público y el servicio público, 
aunque constituyen instituciones fundamentales del Dere-­
cho Administrativo, como tales, son distintas entre sí. 

Lo antes redactado nos da como resultado que el Do-­
minio Público, consiste esencialmente en un conjunto de -

35 Altamira Pedro Guillermo, "CURSO DE DERECHO ADMINISTRATI­
VO", Ed, Depalma, Buenos Airea, 1971, p. 447. 



- " -
bien~s; y el servicio público constituye una actividad 
directa o indirecta de la Administraci6n Pública. Como ve­
mos, la diferencia entre 9.lllbas es muy notoria, ya que una 
se refiere a un conjunto de bienes, y la otra a la acti-­
vidad de la Administraci6n, respectivamente. 

Es importante señalar c6~o la teoría del servicio 
público, puede ser de interés para la teoría del Dominio 
Público, pues, entre ellas puede existir cierta interde-­
pendencia, ya que en algunos supuestos el r~gimen de am-­
bas instituciones, es de aplicación simultánea respecto a 
determinados bienes. 

Pero ello no significa que se permita la aceptaci6n 
de opiniones como la de Duguit, segÚn el cual expresa:"ja­
más debe olvidar~e que el fundamento mismo de la Dominica­
lidad es la idea de afectaci6n a un servicio público."(36) 

Nos coincidimos con lo dicho por Duguit ya que 
la razón de la Dominicalidad no siempre es la afectación 
de la cosa al servicio público, que determina el uso in-­
directo del bien; toda vez que puede ser el uso público -
directo de la cosa, por ejemplo; como ocurriría con un -­
río, que es o puede ser utilizado por el público sin que 
la Administración Pública realice o haya realizado acti-­
vidad alguna a su respecto. 

36 Altamira, ob. cit., p. 479. 
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Estimamos pertinente advertir que hay dependencias 
del Dominio Público que son usadas por los particulares -
en forma directa, irunediata, sin que la Administraci6n -­
Pública jamás haya realizado al respecto, actividad de -­
especie alguna, como en el ejemplo del río a que se hizo 
mención anteriormente. 

Encontramos que no es posible aceptar la afirmaci6n 
de Jéze según el cual como se dijo en un principio, no ~ 
puede haber dependencia del Dominio Público, sino cuando 
la cosa está afectada a un servicio público, y que la --­
idea de servicio público es la base de todas las reglas -
del régimen jurídico llamado del Dominio Público; y por 
lo tanto pensamos que dicha opini6n resulta inaceptable, 
porque la inmensa mayoría de los usos públicos directos -
sobre dependencias del Dominio Público, nada tienen que -
ver con el servicio público. 

2.7. DOMINIO PUBLICO FRENTE A LA OBRA PUBLICA. 

Al respecto encontramos y visualizamos que la obra -
pública generalmente constituye una dependencia de Domi-­
nio Público; y vemos que de ahí se da la dificultad para 
establecer la diferenciaci6n jurídica entre ambas figu-­
ras, máxime que tanto el Dominio Público, en general, co­
mo la obra pública, en particular, pueden referirse a in­
muebles o a muebles, 
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Juzgamos conveniente destacar que desde el punto de 
vista del Derecho Administrativo, obra pública es:"la que 
realiza el Estado para la utilidad general, o sea afecta­
da al uso directo o indirecto de la colectividad." (37) 

Una manera de diferenciaci6n entre ambas figuras pue­
de ser la siguiente: la obra pública puede satisfacer .el 
interés público aún indirectamente, en tanto que los bie­
nes del Dominio Público habitualmente lo satisfacen en -­
forma directa. Pero existe el inconveniente de que los -­
bienes dominicales no s6lo están destinados al uso direc­
to de los habitantes, sino también al uso indirecto de -­
ellos. 

Y por lo tanto establecemos que la diferencia funda­
mental entre Dominio Público y obra pública, radica en -­
que toda obra pública es siempre una creaci6n humana, en 
tanto que hay muchos bienes públicos declarados tales por 
el legislador en el estado en que la nstur~leza los pre-­
senta u ofrece: por ejemplo: mares, ríos, lagos, etc. Es 
decir, que no hay obras públicas cuya existencia física -
sea extraña a la mano del hombre. 

Con base en las ideas anteriores, podemos concluir 
que la obra pública, es s6lo una especie dentro del gé---

37 Sayaguee Laso Enrique, "TRATADO DE DERECHO ADMINISTRATI­
VO", Ed. Propiedad Intelectual Rservada, segunda edi­
ci6n, Montevideo, 1972, p. 55. 
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nero Dominio Público; en otras palabras; la obra públi-­
ca es una de las tantas cosas que pueden integrar el lla­
mado Dominio Público. 

2.8. OOMINIO PUBLICO FREI•TE A LA EXPROPIACION. 

La distinci6n entre ambas figuras radica en lo que a 
continuación expresamos: mientras que el Dominio Público 
consiste en un conjunto de bienes sometidos a un régimen 
jurídico especial, la expropiación constituye el medio o 
procedimiento jurídico por medio del cual un bien o cosa 
es transferido al Patrimonio del Estado, por causa de --­
utilidad pública. Siendo así tenemos que el s6lo acto de 
la expropiación, por sí, no basta para convertir en domi­
nial un bien o cosa. 

Pero puede ocurrir que al producirse la expropia--­
ción y al quedar consagrado el bien al fin que la motiv6, 
dicho bien adquiera calidad pública. Y en tal caso es ne­
cesario advertir que la calidad dominial adquirida por el 
bien expropiado, no deriva precisamente del acto expropia­
torio, sino de que ese bien, de acuerdo a la legislación, 
puede ser considerado como dependencia del Dominio Públi­
co, para lo cual además de aquella norma legal (elemento 
normativo), deben concurrir los elementos subjetivos, ob­
jetivo y teleol6gico que integran la noción de Dominicali­
dad. De lo anterior se concluye que la calidad dominial de 
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un bien nunca deriva del mero acto expropiatorio 1 sino de 
que dicho bien, por la situaci6n que tendrá en lo sucesi­
vo y por el fin que ha de satisfacer, de acuerdo a la ley, 
pueda ser considerado como formando parte del Dominio Pú­
blico, Pero la expropiaci6n por sí, nunca es constitutiva 
de Dominicalidad. 

2,9. DOMINIO PUBLICO FRE~TE AL INSTRUMENTO PUBLICO. 

Si recordamos el Dominio Público, es un conjunto de 
bienes sometido a un régimen jurídico especial: y en cam­
bio, el instrumento público, es un documento dotado de -­
especial valor o eficacia, saa en lo atinente a su fuerza 
probatoria, sea en lo relacionado a la exigibilidad de -­
las obligaciones en él contenidas. 

De tal modo que el Dominio Público se refiere pues, 
a bienes sometidos a un régimen jurídico especial, en -­
tanto que el instrumento público se refiere, en concreto, 
a documentos dotados de particular eficacia o de especial 
valor. 

Un instrumento público puede revestir a la vez, ca-~ 

lidad de cosa dependiente del Dominio Público: pero no -­
siempre ocurre así, puesto que generalmente constituye -­
una mera cosa privada; pur ejemplo: el testimonio de una 
escritura de poder. 
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A este respecto opina~os que para que el instrumen-­
to público revista, a la vez, carácter dominical, se re-­
quiere que haya sido objeto de afectación al uso público; 
sin tal afectación no puede ostentar calidad dominical. 

A su vez encontraT.os las siguientes posibilidades: 
un documento histórico puede constituir un simple ins--­
trumento público; pero también puede ser, aparte de ins-­
trumento público, una cosa de naturaleza dominial. Igual­
mente, dicho documento histórico puede ostentar carácter 
dominial sin ser instrumento público, Desde luego, tal -­
documento histórico puede, además constituir un mero ins­
trumento privado, y puede no ser ni instrumento público 
ni cosa dominial. 

Agregamos a lo dicho con antelación, que todo de--­
pende de las circunstancias; en otras palabras, si el do­
cumento histórico estuviere simplemente agregado a un ex­
pediente, constituiría un instrumento público; pero si -­
fuere debidamente desglosado de ese expediente e incorpo­
rado a un museo o a un archivo público, y quedarse supedi­
tado a la contemplación, o examen por parte de los adminis­
trados o particulares, ese documento (instrumento público), 
adquiriría, además calidad dominial, Si el referido docu­
mento histórico nunca hubiere formado parte de un expedien­
te, y de manos de su poseedor pasare directamente a inte­
grar un museo, un archivo público, no sería instrumento -
público, pero sí cosa del Dominio Público, Si, al contra-
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rio, dicho documento histórico nunca hubiere salido del 
poder de su detent9dor, es decir si nunca hubiere sido -­
agregado a un expediente ni incorporado a un museo o ar-­
chivo, e6lo constituirá un instrumento público. 
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C A P I T U L O I I I. 

ANALISIS PROFUNDIZADO REFERENTE 
A L A e R E A e I o ~ y E X T I N e I o N D E L D o-­
~ I h I O P U B L I C o. 

J.l. AFECTACION Y ASIGNACION DEL CARACTER PUBLICO DE LOS 
BIENES. 

En la doctrina se discute sobre la naturaleza jur!-­
dica de la afectación. Resulta interesante dar a conocer 
los expositores principales sobre dicha cuestión: el au-­
tor Mayer expresa <J.Ue la afectación es: "un acto de volun­
tad perteneciente a la esfera de la Administración Públi­
ca, pero <J.Ue no constituye un acto administrativo, por<J.ue 
no determina relaciones entre el ciudadano y el Poder Pú­
blico." (38) 

No coir.cidimos con el citado autor al afinnar <J.Ue la 
afectación es realizada por la Administración Pública me­
diante un acto no administrativo, y por lo tanto, juzga~ 
mos conveniente decir que la afectación es un acto de con­
tenido jurídico, siendo, por esto mismo, acto administra­
tivo. 

38 Sánchez Blanco Angel. "LA AFECTACION DE BIENES AL DOMI­
NIO PUBLICO", Ed. del Instituto García Oviedo, Sevilla, 
España, 1979, P• 33. 
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?or su parte el tratadista Forsttoff, estima a la -­

afectación como: "un acto jurídico, con efectos específi-­
cos y de an:plio alcance; y agrega que se diferencia de --
los actos adroir.istrativos porque carece de destinatario." ( 39) 

A nuestro parecer considera~os i~exacto que el acto 
de afectación carezca de destir.atario ya que dicho des--­
tinatario en sentido genérico, puede ser el público. 

Lo antes expugsto nos da como resultado que la afec­
tación es el acto o la mar.ifestación de voluntad del Po-­
der Público, en cuya virtud la cosa queda incorporada al 

uso y goce de la comunidad. 

Es imprescindible hacer notar que la mayoría de los 
tratadistas sólo se refieren a una manifestación de volun­
tad del Poder Público, pero nosotros consideramos adecuado 
agregar la actividad del Poder Público. 

Respecto al vocablo afectación, gramaticalmente de-­
riva del idioma francés ya que, en Francia se utilizan -­
los términos affectation y désaffectation y, además, cla­
ssement y déclassement, Los dos primeros se refieren a -­
los bienes naturales y los dos Últimos se vinculan a los 

bienes artificiales. 

39 Sánchez Blanco, ob. cit., p. 35. 
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De la afectaci6n deriva una consecuencia jurídica: 
el bien o cosa, desde ese momento, queda efectivamente in­
corporado al Dominio Público y por consiguiente sometido 
a los principios que rigen dicha instituci6n, 

Resulta útil subrayar que no debe confundirse la --­
asignaci6n del carácter público a un bien, con la afecta­
ci6n del mismo al Dominio Público ya que la asignaci6n -­
del carácter público a una cosa, s6lo significa estable-­
cer que dicha cosa tendrá calidad dominial, como inte---­
grante o dependiente del Dominio Público, En cambio, la -
afectaci6n significa que un bien declarado dominial queda 
efectivamente incorporado al uso público. 

Y por lo tanto deducimos que la afectaci6n tiene --­
relaci6n con el elemento teleol6gico del bien, porque -­
para que los bienes del Dominio Público adquieran el ca-­
rácter de públicos será necesario que el Estado haya ma-­
nifestado su potestad de destinarlos al uso y comodidad -
pública y entonces manifestamos que la afectaci6n provie­
ne de un acto del Estado, cuando se convalida por actos; 
es una norma la que concurre para convalidar una potes-~ 
tad expresa o tácita del Estado de afectar el bien al fin 
de la colectividad, 

3,2. AUTORIDAD coiiPETENT~ PARA AFECTAR LAS COSAS AL uso 
PUBLICO, 
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Es necesario aclarar que la autoridad que puede afec­
tar las cosas al uso público, va a ser de acuerdo a la -­
procedencia de los bienes públicos, esto es, si son bie-­
nes públicos naturales o artificiales, los primeros son -
declarados públicos considerándolos en el estado en que -
la naturaleza los presenta u ofrece, y los segundos deben 
ser creados po~ el Poder Público. 

Analizando las líneas anteriores concluimos que la -
afectación que corresponde a bienes naturales proviene -­
del acto legislativo que les otorga el carácter de bienes 
públicos, correspondi~ndole al Estado la propiedad, el do­
minio directo de éstos bienes, así como también la activi­
dad que realiza el Estado para el adecuado aprovechamiento 
y conservación de los bienes naturales con el objeto de -
lograr el desarrollo equilibrado de nuestro país y el me­
joramiento de las condiciones de vida de la población. 

Por otro lado, cuando la afectación se refiere a --­
bienes públicos artificiales, el acto que así lo dispone 
corresponde al Estado a través del Ejecutivo Federal, de 
acuerdo a una ley o de un acto administrativo como aplica­
ción de una ley. Como por ejemplo: cuando el Ejecutivo -­
Federal incorpora al Dominio Público mediante decreto un 
bien que, forme parte del Dominio Privado siempre que su 
posesión corresponda a la Federaci6n, y su destino es di­
rigido hacia el interés público. 
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Es importante señalar que en la afectación se debe -
hacer la siguienté distinción: en el caso de los bienes -
públicos naturales puede provenir su asignación, - minis­
terio legis - es decir, de la Ley Suprema, o de leyes es­
peciales, locales y actos administrativos de aplicación, 
mientras que en los bienes públicos artificiales es una -
manifestación del Poder del Estado a través del Ejecutivo 
Federal con su respectiva actividad para así determinar -
cada uno de dichos bienes públicos, 

Consideramos imprescindible hacer la siguiente ano-­
tación: la afectación adquiere carácter jurídico cuando -
su fin público se realiza en forma real, es decir efecti­
va y actual, En los bienes públicos naturales lo ordena -
la ley, y fluye conjuntamente con la designación, y los 
actos que realiza el Estado para el aprovechamiento y --­
conservación de dichos bienes para así beneficiar a la -­
comunidad, satisfaciendo sus necesidades, mientras en los 
bienes públicos artificiales esto acontece por actos ex-­
presados en distinta forma, por el Estado a través del -­
Ejecutivo Federal, como por ejemplo; un cartel anunciador, 
etc, Y esto no acontece con los bienes públicos naturales 
que se encuentran afectados concurrentemente con la desig­
nación que ha hecho la Ley Suprema, el Código Civil, o la 
legislación administrativa, por esta razón se dice que es 
ministerio legis, por provenir el carácter público de es­
tos bienes únicamente de la designación de la ley, y en -
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cambio en los artificiales existe la manifestaci6n del 
Estado, 

Con lo expresado queda debidamente corroborado que -
la afectaci6n no s6lo es la manifestaci6n de volundad del 
Poder Público sino también su respectiva actividad, para 
que una cosa quede incorporada al uso y goce de la comu­
nidad, 

Es necesario hacer hincapié en lo concerniente a que 
en la afectaci6n se destaca que el bien del Dominio Públi­
co es del Estado, pero el uso actual y efectivo no provie­
ne de los actos del Estado sino por los beneficios que re­
ciben en forma práctica todos los componentes de la colec­
tividad, 

3.3. FOR!i'~S POR MEDIO DE LAS CUALES PUEDE RESULTAR LA 
AFECTACION. 

En primer lugar la afectaci6n puede resultar de una 
ley o de un acto administrativo. Esto, basándonos en que 
en nuestro orden jurídico, mientras los bienes públicos -
naturales s6lo pueden afectarse por ley, los bienes pú--­
blicos artificiales pueden también afectarse por actos ad­
ministrativos siempre y cuando tales actos provengan de -
la Administraci6n Pública. 
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Entre los actos de la Administraci6n Pública que --­
surten efectos de afectaci6n o consagraci6n del bien al -
uso público pueden mencionarse: dejar expedita la cosa -­
(calle, puente, monumento, etc) al uso público, inaugura­
ci6n de la obra, dejándola abierta al uso público. Y el -
comienzo de utilizaci6n de la cosa para su fin específi-­
co, como por ejemplo: las cosas incorporadas a un museo -

público adquieren condici6n dominial al ser puestas en si­
tuaci6n de que el público las contemple o a~~ire. 

3,4, RE~UISITOS PARA ~UE LA AFECTACION SURTA EFECTOS JURI­
DICOS. 

Para que la afectaci6n pueda surtir efectos jurídi-­
cos resulta necesario el cumplimiento de detenninados re­
quisitos co~o son: 

a) La afectaci6n tiende a hacer efectiva la satis-­
facci6n de una necesidad o del interés público; pero coin­
cidimos con el autor Sánchez Blanco, al decir que:"la va­
loraci6n o aquilatamiento de tales necesidades o intere-­
ses constituyen una típica actividad estatal, de ahí que 
toda af ectaci6n debe contar indispensablemente con el 
asentimiento o aprobaci6n de la respectiva autoridad, es­
to según la índole del bien que se considere." (40) 

40 Ibídem, p.p. 40-4), 

"-
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b) El bien o cosa de que se trate debe hallarse li­
brado al uso público en fonna efectiva y actual y al no 
haber efectividad y actualidad, está faltando uno de 
los elementos esenciales integrantes del Dominio Público, 
el cual es el teleológico o finalista, 

c) Para que la Administraci6n Pública pueda afec--­
tar válidamente una cosa al uso público, es indispensa-­
ble que dicha cosa se halle en poder del Estado y se le 
haya pennitido adquirir el dominio de la cosa. 

d) Tratándose de bienes naturales la afectación vá­
lida de ellos, que se efectúa por ley, no requiere un -­
acto administrati ve especial de afectación, que comple-­
mente, integre o actualice la ley. 

3,5. AFECTACION. 
3.5.1. POR PRESCRIPCION. 

Respecto a esta figura jurídica, vemos que se en--­
cuentra contemplada en el Código Civil, y el cual la de­
fine de la siguiente manera:"es un medio de adquirir --­
bienes o de librarse de obligaciones, mediante el trans­
curso de cierto tiempo, y bajo las condiciones estable-­
cidas por la ley." (41) 

41 "CODIGO CIVIL", Ed, Porrúa S.A., quincuagésimo segunda 
edición, México, D.F., 1983, p. 240. 

ESTA TESIS Na DEBE 
SAUR DE LA BIBLIUTEGi 
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Nos resulta necesario expresar que desde el punto 
de vista civil existen dos tipos de prescripci6n: 

a) La positiva.- que es la adquisici6n de los bienes 
en virtud de la posesi6n y; 

b) La negativa.- es cuando se da la liberaci6n de -
obligaciones por no exigirse su cumplimiento. 

En el primer tipo de prescripci6n, el lapso de tiem­
po para los inmuebles es de 5 años cuando se poseen de -
buena fé y de 10 años cuando se poseen de mala fé, y pa­
ra los muebles es de 3 años cuando la posesi6n es de bue­
na fé y de 5 años cuando falta la buena fé. Y en la pres­
cripci6n negativa, se necesita un lapso de 10 años. 

En el Derecho Comparado Argentino vemos que la pres­
cripci6n se opera a los 30 años porque así lo dispone su 
C6digo Civil, 

El C6digo Civil ~éxicano, establece en uno de sus -
apartados que s6lo pueden prescribirse los bienes y obli­
gaciones que están en el comercio y por lo tanto, como -
los bienes dominicales están fuera del comercio, enton-­
ces no existe la prescripci6n adquisitiva de un bien do­
minial invocada por el Eetado. 

Como consecuencia de lo expresado por nuestro C6di­
go Civil, podemos concluir que la prescripci6n es a fa--
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vor del Estado, pero siempre y cuando éste adquiera por 
el referido medio adquisitivo, la propiedad de una cosa 
privada y la afecte al uso público como dependencia do-­
minical y para lograrlo es necesario que el Estado rea­
lice actos compatibles con la índole y destino del bien, 

3,5,2, POR USO INME!r.ORIAL. 

En el Derecho Público se entiende como uso inmemo--­
rial la figura jurídica por medio de la cual, para lo--­
grar la adquisici6n de un bien, no se recuerda ni se tie­
ne memoria del momento en que se inici6 la posesi6n del 
bien, para efecto de que transcurriera el tiempo para -­
obtener dicha adquisici6n. 

De lo antes redactado es conveniente recordar que se 
trata de bienes que están dentro del comercio (privados) 
para que el Estado por el uso inmemorial adquiera la pro­
piedad de los mismos para afectarlos al uso público como 
dependencia dominial. 

La inmemorial dice Carruneo: "ful! por larga tradici6n 
un principio general de Derecho." ( 42) 

42 Reiriz 11ar!a Graciela, "RESPONSABILIDAD DEL ESTADO", 
Ed, Eudeba, Buenos Aires, 1969, p. 29. 
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A lo antes referido comentamos que aunque la inme-­
morial tenga vigencia actual, su campo de acción irá re­
duciéndose a medida que las relaciones jurídicas adquie­
ran fijeza y vayan consolidándose, 

Hacemos notar que en nuestro Código Civil no se en­
cuentra contemplada esta figura jurídica, en cambio en -
el Argentino vemos que el lapso dentro del cual se tiene 
por operado el uso inmemorial es de 60 años. Por consi-­
guiente, para su estudio nos apoyamos en el Derecho Ar-­
gentino. 

Entre las semejanzas de la prescripción y el uso 
inmemorial, tenemos que tanto la prescripción como el 
uso inmemorial tienen cabida en el ámbito del Derecho Pú­
blico, sólo tienen aplicación tratándose de bienes arti­
ficiales (calles, etc,) pues la afectación de los bie--­
nes naturales en nuestro Derecho nace de la ley, y le -­
corresponde al Estado la propiedad y dominio de éstos -­
bienes, Estimamos que tanto la prescripción como el uso 
inmemorial son útiles para que el Estado, adquiera el -­
dominio de la cosa y para que ésta quede legalmente af ec­
tada al uso público como dependencia dominial, 

3,6, CONCEPTO DE DESAFECTACION. 

La desafectación puede efectuarse por una manifes-­
tación de voluntad del Poder Público (acto administrati­
vo). 
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La definición más adecuada es la siguiente: la desa­
fectación: "es el acto por el cual la manifestación consa­
gratoria de un bien con objeto público decae completamen­
te, en otras palabras, se desviste al bien de su afecta-­
ción para hacerlo entrar en otro sector jurídico." ( 43) 

Los efectos de la desafectación despojan el fin pú­
blico de la cosa, por lo tanto el bien ya no puede ser -
calificado de Dominio Público. 

No cambia la sustancia patrimonial del bien estatal 
pero se le retira el régimen jurídico, que distinguía su 
elemento teleológico. 

De lo dicho con antelación afinnamos lo siguiente: 
desafectar un bien significa sustraerlo de su destino al 
uso público haciéndolo salir, por consiguiente, del Domi­
nio Público. Cual~uier bien público artificial puede ser 
desafectado. En cambio los bienes naturales no pueden -­
ser desafectados porque son propiedad del Estado, y la -
ley les designa el carácter de públicos. 

El carácter público del bien no deriva de la índole 
del mismo, sino exclusivamente de su destino. S6lo cuan­
do se trata de bienes públicos naturales, la dominiali--

43 García Trevijano Fos José Antonio,"TRATADO DE.DERECHO 
ADM!NISTRATIVO", Ed. Revista de Derecho Privado, cuar­
ta edición, Madrid, 1971, p. 115. 
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dad está basada en la !ndole del bien; en cambio, tratán­
dose de bienes públicos artificiales, la dominialidad, -
sólo depende del destino de esos bienes, 

No debe confundirse la desafectación de la cosa do­
minial con su destrucción porque la destrucción de la co­
sa no cambia de individualidad, sino que físicamente de­
ja de existir ejemplo: el incendio de una biblioteca pú­
blica da como resultado que la cosa desaparezca del mun­
do de las realidades, esto es, que en la destrucción la 
cosa desaparece como bien, y su objeto no podrá tener -­
ninguna función que cumplir¡ y en cambio la desafecta--­
ción es el cambio de condición jurídica de la cosa, sea 
que ésta conserve o cambie su individualidad, pero la -­
cosa no deja de existir, ni aún en los supuestos de es-­
pecificación o transformación, donde se operan una modi­
ficación, pero no una desaparición del mundo físico. 

3,7, AUTORIDAD COMPE'rENTE PARA DESAFECTAR LAS COSAS DE 
OOUl\IO PUBLICO. 

Para tal fin es necesario distinguir entre la siro-­
ple desafectación que deja subsistente la individualidad 
de la cosa y la desafectación por transformación del --­
bien en el que cambia de individualidad, 

La facultad para efectuar esa clase de desafecta--­
ción de los bienes públicos artificiales, le corresponde 
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al Estado a través del Ejecutivo Federal por medio de -­
leyes generales, y leyes especiales, porque el cambio de 
la condición legal del bien, es decir, la desafectación 
se traduce en una cuestión de fondo: la referente al ca­
rácter jurídico de las cosas cuya facultad también co--­
rreeponde al Estado a través del Ejecutivo Federal, ya -
que la Ley General de Bienes Nacionales establece en uno 
de sus apartados que le corresponde al Ejecutivo Federal 
la deeincorporación del Dominio Público de los bienes -­
que lo sean por disposición de la autoridad es decir, -­
loe pÚblicos artificiales porque los pÚblicos naturales 
son por asignación de la ley y éstos no pueden ser desa­
fectados o desincorporados del Dominio Público. 

Pero en el caso de la desafectación de los bienes -
públicos artificiales que deja subsistente la individua­
lidad de la cosa, hállase la que, al alterar o cambiar -
dicha individualidad, da como resultado que el bien o ~ 
parte de él, deje de subsistir, esto es lo que se deno-­
mina desafectación por transformación. 

Ante tal razonamiento concluímos que en nuestro ré­
gimen le corresponde al Ejecutivo Federal, toda desafec­

tación de los bienes públicos artificiales, aclarando -­
que nuestra Ley Ge~eral de Bienes Nacionales en lugar de 
establecer la desaf ectación se refiere a desincorpora--­
ción, pero el significado resulta ser sinónimo porque a 
los bienes se les despoja de su fin público, es decir, -
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que dejan de ser útiles para la prestación de servicios 
públicos. Y, para que estos bienes públicos (artificia-­
les) puedan ser enajenados es necesario el previo decre­
to de desincorporación emitido por el Ejecutivo Federal. 

Agregamos a lo redactado que en el Derecho Argenti­
no, los bienes públicos naturales si son objeto de desa­
fectación y esta facultad le corresponde al Estado, y -­

respecto a los bienes públicos artificiales, le corres-­
pende a los Gobiernos Locales, dicha desafectación. 

3.8. FORMAS DE DESAFECTACION. 

La única forma de desafectación es la fonnal, para 
la cual se toma &n cuenta la subsistencia y alteración -
de la individualidad del bien y se explica de la siguien­
te manera: la desafectación de un bien público artifi--­
cial que deja subsistente la individualidad de la cosa, 
da como resultado el cambio de la condición jurídica del 
bien, esto es que el único cambio que sufre es a raíz de 
dicha desafectación es en su condición legal. 

Tenemos la desafectación de bienes públicos artifi­
ciales que cambia o altera la individualidad de la cosa 
y como consecuencia el bien o parte de ~l, deja de sub-­
sistir. 

En general respecto a la desafectación, para que -­
~sta surta sus efectos se requiere que provenga de las -
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autoridades públicas o cuente con la aprobación de las -
mismas. Es decir, que sea efectuada por la autoridad 
competer.te para realizarla, en otras palabras por el --­
Ejecutivo Federal. 

Entre los ejemplos de actitudes del Estado que sur­
ten efectos de desafectación podemos citar a: 

1.- El cierre definitivo de un camino al tránsito, 

2.- El cambio de destino de un edificio público, que 
en lo sucesivo es sustraído al uso público, 

3.- Reemplazo de un mal camino, o parte de él, por 
un nuevo camino que reúne mejores condiciones. etc. 

Por consiguiente, terminamos expresando que en nues­
tro régimen cualquier bien público artificial puede ser 
desafectado o desincorporado, La desafectación formal de 
los bienes públicos artificiales puede dar como resulta­
do la extinción del bien o el simple cambio de su condi­
ción jurídica. Esto depende del bien de que se trate. 

3.9, REQUISITOS Y CAUSALES DE LA DESAFECTACION. 

Los requisitos para la validez y eficacia de la de­
safectación son: 
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l)"La aprobación inequívoca del Estado a través del 
Ejecutivo Federal, 

2) tanto al manifestar su Rprobación como al emitir 
el respectivo acto. Es decir que actúe en ejercicio le-­
gítimo de su competencia." (44) 

3,9.1. POR PRESCRIPCION. 

Entre loa medios de desafectación juzgamos que la -
prescripción no est~ considerada en nuestro régimen ya -
que, los bienes de Dominio Público por estar fuera del -
comercio y por ser imprescriptibles, no pueden ser obje­
to de una prescipci6n adquisitiva; ni siquiera pueden -­
ser objeto de una posesión útil por parte de terceros.Di­
chos bienes no son susceptibles de perder su carácter -­
público por prescripción adquisitiva. Los particulares, 
en ningún caso, pueden adquirir por prescripción la pro­
piedad de bienes dominialea, ya que éstos sólo pueden -­
usar y aprovechar los bienes del Dominio Público, a tra­
vés de la concesión pero no apropiarse de ellos por nin­
gún motivo. 

44 García Trevijano, ob, cit., p. 125. 
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3.9,2. POR USO t.O IN!rlEl!.ORIAL. 

El uso no inmemorial sin confundirlo con la pres--­
cripci6n, puede surtir efectos de desafectaci6n, la cual 
como toda desafectaci6n, tiene como objeto excluir al -­
bien del régimen dominial; de modo que el cambio de con­
dición jurídica que sufre el bien, no es consecuencia -­
del uso no inmemorial, sino de la desafectaci6n que él -
implica y determina. 

Es necesario expresar que el uso no inmemorial al -
surtir efectos de desafectaci6n solamente va a proceder 
respecto a aquellos bienes del Dominio Público Artifi--­
cial porque respecto a los bienes del Dominio Público -­
Natural no surte efectos de desafectaci6n el uso no in-­
memorial. 

El usó no inmemorial es una figura jurídica, que en 
nuestro régimen no se encuentre. contemplada y por consi­
guiente, no se da. 
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4.3. Inalienabilidad 

4.3.l. Consecuencias 
4.3.2. Alcances jurídicos 
4.3.3. Principio general 
4.3.4. EY.cepciones 
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4.4.l. Derecho y deber 
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4.5. Protecci6n de las dependencias dominicales siendo res­
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4.8.6. Ley de montes. 
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C A P I T U L O I V. 

R E G I lri E ¡; L E G A L D E L D O bí I N I O PU B L I C O, 

4.1. S0!1:ETIUE!iTO DEL DOL:INIO PUBLICO A UN REGIMEN JURI­

DICO. 

El Dominio Público está sometido a un régimen jurí­
dico especial caracterizado por su inalienabilidad e im­
prescriptibilidad, cuya existencia requiere de una baee 
legal. 

Sin base legal ningún bien ha de considerarse como 
parte integrante del Dominio Público. 

La inalienabilidad y la imprescriptibilidad son no­
tas derivadas de la Dominialidad, pero no bastan por sí 
solas, para que un bien sea consider~do como pertenecien­
te al Dominio Público. 

Lo que define a un bien público junto con su inalie­
nabilidad y su imprescriptibilidad, es su afectación al 
uso público. 

La inalienabilidad y la imprescriptibilidad son me­
dios jurídicos a travéc de los cuales se tiende a hacer 
efectiva la protección de los bienes dominiales, a efec­
to de que ellos cumplan el fin que motiva su afectación. 
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Tal protección de los bienes dominiales no sólo va 
dirigida contra actos ilegítimos procedentes de los ad-­
ministrados o particulares, sino también contra los pro­
venientes de los propios funcionarios públicos. 

Los bienes del Dominio Público debido al fin que -­
están destinados, es decir, al uso público, necesitan -­
una protección más estricta que los bienes del Dominio -
Privado del Estado, 

En México ambos caracteres surgen de una norma legal, 
pues la Constitución (art, 27) los declara inalienables 
e imprescriptibles. 

En cambio en Italia, su Código Civil, establece la 
inalienabilidad de los bienes que integran el Dominio -­
Público (art. 823) y con respecto a la imprescriptibili­
dad sólo la establece de manera genérica. 

En Inglaterra el Derecho no conoce un Dominio Públi­
co inalienable e imprescriptible, 

4. 2. CUANDO UN BIEN TIENE CARACTER INALIENABLE E IMPRES­
CRIPTIBLE Y PERTEKECE AL DOMINIO PRIVADO. 

Como ya se mencionó la inali~nabilidad y la impres­
criptibilidad son notas derivadas de la Dominicalidad ~ 
en otras palabras, la inalienabilidad y la imprescripti-
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bilidad no bastan por sí solas para que un bien sea del 
Dominio Público porque, un bien para que sea público, -­
aparte de su inalienabilidad e imprescriptibilidad nece­
sita de su afectación al uso público. 

Analizando la cuestión de cuándo un bien tiene ca-­
rácter inalienable e imprescriptible y pertenece al Do-­
minio Privado del Estado, llegamos a la conclusión de -­
que en nuestro régimen no se dá porque apoyándonos en la 
Ley General de Bienes Nacionales en su artículo 60 refe­
rente a los i!'lll!Uebles de Dominio Privado establece que -
dichos bienes, son inembargables e imprescriptibles. Y, 
en lo concerniente a los bienes muebles de Dominio Pri-­
vado (art, 80) la mencionada ley, les otorga a los refe­
ridos bienes el carácter de que son inembargables, 

Por lo tanto a lo concluído con antelación comenta­
mos que los bienes inmuebles de Dominio Privado aunque -
tienen el carácter de ser imprescriptibles, no son ina-­
lienables, pero sí son inembargables, y en cuanto a los 
muebles de Dominio Privado, no cuentan con ninguno de -­
los caracteres de inalienabilidad e imprescriptibilidad.En 
otras palabras, pueden enajenarse y prescribir en favor 
de los particulares conforme al Derecho Civil pero dupli­
cando los términos. 
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4,3, INALIENABILIDAD, 
4.3.l. CONSECUENCIAS, 

Los bienes del Dominio Público son inalienables, y 
por consiguiente, mientras pennanezcan como tales, no -­
pueden ser vendidos, ni hipotecados, pero sí pueden ser 
objeto de otros actos jurídicos compatibles, con el ré-­
gimen que los disciplina y con el fin que motiva su afec­
taci6n, tal ea el principio general de la inalienabilidad. 

Si bien los actos jurídicos de Derecho Público son 
por principio compatibles con los bienes dominicales, por 
excepci6n, pueden no serlo, y esto ocurrirá cuando el -­
respectivo acto resulte ajeno al destino de la dependen­
cia dominial. 

4,3,2, ALCANCES JURIDICOS, 

La inalienabilidad constituye un principio absoluto, 
Es un concepto cuyo alcance y sentido depende de las cir­
cunstancias, al respecto asentamos la observaci6n de Du­
gui t1 "el Dominio Público es inalienable." (45) 

Coincidimos en expresar que la anterior afirmaci6n 
es una de las f6nnulas que los juristas se transmiten co-

45 García Oviedo Carlos,"INSTITUCIONES DE DERECHO ADMINIS­
TRATIVO", Ed. Instituto García Oviedo, segunda edici6n, 
Sevilla, 1927, p. 10. 
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mo dogmas de generación en generación. 

Y a lo referido nuestra opinión es que lo dicho --­
por Duguit equivale a decir que los bienes del Dominio -
Público están fuera del comercio y esto nos parece ati-­
nado ya que dichos bienes no pueden ser enajenados. 

4,3,3, PRINCIPIO GENERAL. 

Según nuestro criterio el principio general es el -
siguiente: loa bienes dominicales están ligados al Dere­
cho Público y por tal razón, dichos bienes pueden ser -­
objeto de derechos de uso, otorgados mediante los medios 
o formas reconocidos por el Derecho Administrativo, 

4,3,4, EXCEPCIONES. 

Las excepciones al principio general son: 

a) Los bienes integrantes del Dominio Público no -­
pueden ser objeto de compraventa, ni de otros actos ju-­
rídico s que impliquen transferencia de dominio. El acto 
administrativo que dispusiere la venta directa de una -­
cosa dominical, (sin su prevía deaafectación o desincor­
poración), es un acto ilegítimo, que produce una nulidad 
absoluta. 
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ci6n es un acto lícito y la venta acto ilícito, ya que -
los bienes que estár. fuera del comercio no pueden ser -­
objeto de enajenacionas y los bienes inalienables no son 
susceptibles de semejantes actos jurídicos y, por lo tan­
to, hay ineficacia respecto de las ventas de bienes de -
Dominio Público, en tantD los mismos bienes no hubieren 
sido previa y legalmente desafectados o desincorporados, 
mediante el llamado decreto de destino emitido por el ~ 
titular del Ejecutivo Federal y refrendado por la Secre­
taría de Desarrollo Urbano y Ecología, 

b) Los bienes de Dominio Público no pueden ser ob-­
jeto de ejecuci6n judicial porque estoe bienes no pueden 
ser objeto de compraventa y los jueces carecen por lo -­
miEmo de autoridad y jurisdicci6n para cambiar su desti­
no y no pueden por consiguiente ordenar su embargo ni -­
proceder a su ejecuci6n, 

c) Los bienes del Dominio Público no pueden ser gra­
vados con hipoteca porque esto implicaría una posible -­
enajenaci6n y por lo tanto resultaría incompatible con -
el régimen de Dominio Público, 

4,4, TUTELA, 
4,4,1, DERECHO Y DEBER, 

El Estado no s6lo tiene el Derecho, sino también el 
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deber de velar por la conservación del Dominio Público.To­
do ello, constituye lo que se denomina tutela o protecci6n 
especial de dicho Domir.io. 

Ese deber de tutela es inexcusable porque todas las 
normas que regulan la actuación de la Administración Pú­

blica en su relaci6n con el Dominio Público, hállanse -­
establecidas en inter~s público, de donde toda esa mani­
festación de la actividad ad¡ninistrativa debe tender a -
la satisfacción de dicho inter~s público. 

El privilegio que goza la Administración Pública de 
actuar en forma directa, en la tutela de los bienes do-­
miniales se la otorga el Estado para reprimir la actitud 
ilegítima del administra.do, y es así que tales bienes -­
son necesarios para la satisfacción de intereses públi-­
co s, satisfacción que no puede retardarse por la actitud 
de un particular. 

4.4,2. SU VINCUtACION CON tA NOCION CONCEPTUAL DE ADMI-­
NISTRACION. 

Todo' lo relacionado con la custodia de los bienes -
estatales públicos concierne a la Administración Pública, 
por este motivo vimos que no falta quien funde su opinión 
en que la Administración Pública constituye un verdadero 
poder administrativo, basándose en que tiene a su cargo 
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la gesti6n de esos bienes. Por tal raz6n Picard le atri­
buye a la Administraci6n la calidad de cuarto poder. 

Afinnaci6n en la que no estamos de acuerdo porque -
como ya lo explicamos y qued6 anterionnente asentado, la 
Administración Pública forma parte del Poder Ejecutivo, 
que es uno de los poderes del Estado, 

El ámbito en que tiene lugar la tutela o protecci6n 
de las dependencias del Dominio Público es amplísimo, ya 
que se refiere a cualquier clase de bienes dominicales, 
cualesquiera que sea su materialidad, y tiende a prote-­
ger no sólo la estructura física del bien, sino además -
su status jurídico. 

4,5, PROTECCION DE LAS DEPENDENCIAS DOMINICALES SIENDO 
RESPONSABLE LA ADMINISTRACION PUBLICA, 

La protección o tutela de las dependencias domini-­
cales está a cargo de la Administraci6n Pública en su -­
carácter de 6rgano gestor de los intereses del pueblo, 

Con referencia a lo ya mencionado dice Otto Mayer: 
"desde luego, la protección de la cosa pública fonna una 
parte esencial de su propio derecho, y sin ella ese de-­
recho no puede comprenderse," (46) 

46 Parejo Gamir Roberto,"PROTECCION REGISTRAL Y DOMINIO 
PUBLICO" ,Ed, De Derecho Reunidas, Madrid, 1975, p, 50, 
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La protecci6n de la cosa pública deriva de la cue.-­

lidad que fonr.a el centro de su concepci6n. La Adminis-­

traci6n Pública mantiene el cumplimiento de sus disposi­
ciones hacia los particulares, cuando éstos no actúan -­

voluntariamente oor medio de la fuerza pública, y su de­
fensa tiene lugar contra todos los ataques, turbaciones, 
obstáculos que emanando de la existencia individual pue­

dan amenazar la integridad y buen funcionamiento de la -

cosa. 

Todo lo atinente a la tutela directa del Dominio Pú­
blico realizada por la Administraci6n Pública, consti tu­

ye facultades inherentes al poder que ésta tiene sobre -
el Dominio Público, que a su vez implica una nota carac­

terística del régimen jurídico del Dominio Público. 

Concluímos expresando que los particulares y admi-­
nistrados carecen de acción para tutelar los bienes del 

Dominio Público, Dicha tutela constituye una típica fun­
ci6n estatal. 

4.6. PROTECCION ADMINISTRATIVA DE LA COSA EN SI. 

Desde el punto de vista administrativo la cosa domi­
nical se protege por tutela. Tal tutela no s6lo tiende a 

proteger la integridad material o física de la cosa, im­

pidiendo por la fuerza si fuese necesario la realización 
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de actos de terceras personas que la degraden o pueden -
degradar sino que también protege la tenencia de la cosa, 
a fin de recu¡lerar en todo o en parte su corpus (cuerpo) 
detentado !lícitrur:ente por terceros, 

La protección de la cosa en lo que atañe a su uso -
puede presentar: su cese y su retribuci6n. 

Según Parejo Gamír dice: "la cesaci6n del uso se --­
logra por tutela. La elección del medio depende de las -
circunstancias del caso, cuya apreciación entra en las -
facultades discresionales de la Administración Pública, 
en la retribución pecuniaria es detenninada por el uso -
de la cosa, siempre y cuando dicho uso sea legal y nor-­
mal," ( 47) 

4,7, AUTORIDAD COMPETENTE EN NUESTRO PAIS PARA LEGISLAR 
SOBRE EL USO DE LOS BIENES PUBLIOOS. 

El Poder de Legislar sobre el uso de los bienes pú­
blicos le corresponde al Congreso de la Unidn, ya que ~l 
es el órgano competente que legisla sobre el uso de és-­
tos bienes y porque de acuerdo a nuestra Carta Magna, -­
son parte del Patrimonio del Estado, 

Como ya quedó asentado con anterioridad, para que -
un bien sea considerado del Dominio Público, debe haber 

47 Parejo Gamir, ob. ci t, p. 61. 
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un apoyo legal que as! lo consagre. 

Por lo tanto, el órgano competer.te para crear la -­
norma que establezca qué bienes son públicos, es el Co~­
greso de la Unión, mismos que plasma su voluntad en nues­
tra Carta Magna y preceptúa en su artículo 27 que el do­
minio de la Nación es inalienable e imprescriptible y la 
explotación, el uso o aprovechamiento de los recursos de 
que se trata, por los particulares o por sociedades cons­
ti tuídas conforme a las leyes mexicanas, no podrá reali­
zarse sino mediante concesiones, otorgadas por el Ejecu­
tivo Federal, de acuerdo con las reglas y condiciones -­
que establezcan las leyes. 

Entendiendo el término Nación no en su sentido so-­
ciológico, sino como el Estado a través del Gobierno Fe­
deral. 

El citado precepto establece además, en su fracción 
I, cómo se adquiere el dominio de las tierras, aguas y -

sus accesiones, o para obtener concesiones de minas y -­

aguas. 

4.8. LEGISLACION DEL DOKINIO PUBLICO. 

Hacer un estudio de la legislación que regula 1.os -
bienes del Dominio Público resultaría muy exhaustiva y -
hasta daría lugar a la elaboración de otra tesis, dada 
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la diversificación de la legislación administrativa en -
nuestro país. 

Por tal motivo, sólo haremos una breve descripción 
de las leyes, que desde nuestro punto de vista, pueden -
ser ejemplificativas de la forma en que son regulados -­
los bienes en comento, así cono su naturaleza jurídica y 
régimen de protección especial a que están sujetos, 

De esta manera iniciaremos con un breve análisis a 
partir de nuestro máximo ordenamiento jurídico. 

4.8,l. COllS'l'ITUCIO!I, 

SegÚn como lo establece la Constitución, los bienes 
de Dominio Público son los siguientes: 

En el artículo 27 Constitucional, el cual a la le-­
tra preceptúa que: la propiedad de las tierras y aguas -
comprendidas dentro de los límites en el territorio na-­
cional corresponde originariamente a la Ilación, la cual 
ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de 
ellas a los particulares constituyendo la propiedad pri­
vada, 

Corresponde a la Nación el dominio directo de todos 
los recursos naturales de la plataforma continental y lea 
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z6calos submarinos de las islas; de todos los minerales 
o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos 
constituyen dep6sitos cuya naturaleza sea distinta de -­
los componentes de los terrenos, tales como los minera-­
les de los que se extraigan metales y metaloides utili-­

zados en la industria; los yacimientos de piedras precio­
sas, de sal de gema y las salinas formadas directamente 
por las aguas marinas, los productos derivados de la --­
descomposici6n de las rocas, cuando su explotaci6n nece­
site trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u 
orgánicos de materiae susceptibles de ser utilizadas co­
mo fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; -­
el petr6leo y todos los carburos de hidr6geno sólidos, -
líquidos o gaseosos, y el espacio situado sobre el terri­
torio nacional, en la extensión y términos que fije el -
Derecho Internacional, 

Son propiedad de la Nación las aguas de los mares -
territoriales, en la extensión y términos que fije el De­
recho Internacional, las aguas marinas interiores; las de 
las lagunas y esteros que se comuniquen permanente o in­
termitentemente con el mar, las de los lagos interiores 
de formaci6n natural que estén ligados directamente a -­
corrientes constantes, las de los ríos y sus afluentes -
directos o indirectos, desde el punto del cauce en que -
se inicien las primeras aguas permanentes, intermitentes 
o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, 

lagunas o esteros de propiedad nacional, 
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Corre~ponde tambián a la Naci6n el aprovecha~iento 
de loe combus•ibles mucleares para la generaci6n de ener­
gía nuclear y la regulaci6n de sus aplicaciones en otros 
prop6sitos. El uso de la energía nuclear s6lo podrá te-­
ner fines pacíficos. 

La Nacidn ejerce en una zona econ6mica exclusiva -­
situada fuera del mar territorial y adyacente a ~ate, -­
los derechos de soberanía y las jurisdicciones que deter­
minen las leyes del Congreso. La zona econ6mica exclusiva 
se extenderd a doscientas millas náuticas, medidas a par­
tir de la línea de base desde la cual se mide el mar te­
rritorial. 

Lo establecido en el artículo 42 fraccidn IV1 la -­
plataforma continental y los z6calos submarinos de las -
islas, cayos y arrecifes. 

Nuestrn comentario a lo ya expresado es que la Cons­
ti tucidn ~exicana, le otorga al Estado como persona jurí­
dica, la titularidad de la propiedad sobre el territorio, 
es decir, el Estado tiene una potestad soberana sobre su 
territorio, y por consiguiente, el Estado tiene derecho 
de dominio sobre su territorio, y este dominio va a com­
prender las cosas o bienes susceptibles de apropiacidn, 
que el propio Estado designa a la satisfaccidn de las ne­
cesidades públicas, y es la Constitucidn como ordenamien­
to supremo la encargada de fijar las bases y límites de 
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dicha oropiedad, Concluimos diciendo ~ue el Estado tie-­
ne un derecho de propiedad "\)ero éste siempre va a estar 
proyectado al interés general, Y por lo tanto la referi­
da ley es la encargada de regular todo lo concerniente -
al Dominio Público y bienes que lo integran. 

4,8,2. LEGISLACION DEL PATRIMONIO DEL ESTADO. 

Para detenninar la legislacidn que regula el Patri­
monio del Estado, tenemos que partir de la Ley General -
de Bienes Nacionales, que establece: el Patrimonio Nacio­
nal se compone de: Bienes de Dominio Pl1blico de la Fede­
racidn y Bienes de Dominio Privado de la Federacidn. Ya 
que nuestro interés se encuentra dirigido hacia los bie­
nes de Dominio Público, aparte de los ya mencionados en 
el inciso anterior y que están contemplados en la Cone-­
ti tucion Mexicana, los siguientes: 

El suelo del mar territorial y el de las aguas ma-­
r!timas interiores; 

Los inmuebles destinados por la Federacidn a un ser­
vicio público, los propios que de hecho utilice para di­
cho fin los equiparados a éstos, conforme a la ley; 

Los monumentos histdricos o artísticos, muebles e -
inmuebles, de propiedad federal; 

Los monumentos arqueoldgicos muebles e inmuebles; 

Los terrenos baldíos y los demás bienes inmuebles de­
clarados por la ley inalienables e imprescriptibles; 
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Los terrenos ganados natural o artificialmente al -
mar, ríos, corrientes, lagos, lagunas o esteros de pro-­
piedad nacional; 

Las servidumbres, cuando el predio dominante sea -­
alguno de los anteriores¡ 

Los muebles de propiedad federal que por su natura­
leza no sean normalmente substituibles, como los documen­
tos y expedientes de las oficinas; los manuscritos, incu­
nables, ediciones, libros, documentos, publicaciones pe­
ri6dicas, mapas, planos, folletos y grabados importantes 
o raros,así como las colecciones de esos bienes¡ las pie­
zas etnológicas y paleontológicas; los especímenes tipo 
de la flora y la fauna; las colecciones científicas o -­
técnicas de a:nnas, numismáticas y filatélicas¡ los archi­
vos, las fonograbaciones, películas, archivos fotográfi­
cos, cintas magnetofónicas y cualquier otro objeto que -
contenga imágenes y sonidos, y las piezas artísticas o -
hist6ricas de los museos, y, 

Las pinturas murales, las esculturas y cualquier -­
obra artística incorporada o adherida permanentemente a 
los inmuebles de la Federación o del Patrimonio de los -
Organismos Descentralizados, cuya conservación sea de -­
i~terés nacional, 

Esta ley a nuestro 9arecer nos brinda una acertada 
clasífícaci6n de los bienes que no son euscentibled de -
propiedad privada y que por lo tanto son bienes de Domi-
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nio Público, ya sea porque son aprovechados libremente -
por todos (colectividad), o porque el Estado les asigne 
un uso de interés general, Pode~os agregar que los lí-­
mites del Dominio Público, están establecidos en esta -­
ley. 

En uno de sus apartados esta ley establece: los --­
bienes de Dominio Público estarán sujetos exclusivamente 
a la jurisdicción de los Poderes Federales y como conse­

cuencia de esta jurisdicción, los Estados no podrán gra­
var los bienes de Dominio Público en ninguna forma. 

Con lo manifestado anteriormente, confirmamos la 
protección especial de esta ley hacia el Dominio Público 
así como también, la indisponibilidad de los bienes de -
Dominio Público, que ocasiona la inalienabilidad e im--­
prescriptibilidad de dichos bienes. 

El citado ordenamiento establece que: el Ejecutivo 
Federal por conducto de la Secretaría de Desarrollo Ur-­
bano y Ecología ejercerá los actos de adquisición, con-­
trol, administración, transmisión de dominio, inspecci6n 
y vigilancia de inmuebles federales a que se refiere --­
esta ley. Para tales efectos es necesario que las depen­
dencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
así como las demás personas que usen o tengan a su cuida~ 
do inmuebles federales, deberán proporcionar a dicha de­
pendencia los informes, datos, documentos y demás faci--
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lidades que se requieran. Asiir.isrr.o, la Secretaría de Desa­

rrollo Urbano y Ecología examinará peri6dice.mente la docu­
mentaci6n y demás info?11:ación jurídica y contable relacio­
nada con las operaciones inmobiliarias que realicen los 
organismos descentralizados en relación con bienes de Do­
mir:io ?úblico. 

A lo 3nterior comentamos que de esta manera se 
otorgan al Ejecutivo facultades respecto de los bienes -
de Dominio Público, así como también, la actividad que -
le corresponde a la Admir.istraci6n Pública Federal y la 
cual se encuentra supeditada al Ejecutivo Federal; por -
otra parte, establece la importancia de la Secretaría -­
de Desarrollo Urbano y Ecología respecto de dichos bie-­
nes, dando como resultado la protección especial de que 
goza el Dominio Público, como ya se coment6, 

4.8.J, LEGISLACION MINERA. 

Esta ley es reglamentaria del artículo 27 consti--­
tucional en materia de minería, es de observancia gene-­
ral en toda la República, y compete a la Secretaría de -
Energía ~iinas e Industria Paraestatal su aplicación y -­
la vigilancia de su cumplin:iento. 

Asimismo establece que: se sujetarán a las disposi­
ciones de esta ley, la exploración, explotación, benefi­
cio y aprovechamiento de las sustancias que constituyan 
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depósitos minerales distintos de los componer.tes de los 
terrenos. Constituyen depósitos minerales distintos de -
los componentes de los terrenos, las partes del suelo o 
del subsuelo susceptibles de producir elementos, sustan­
cias o minerales teles como~ 

I. Minerales que contengan: antimonio, arsénico, -­
azufre, berilio, bismuto, cadmio, cerio, cesio, cobalto, 
cobre, cromo, escandio, estaño, estroncio, galio, genna­
nio, hafnio, hierro, indio, itrio, iridio, litio, magne­
sio, manganeso, mercurio, molibdeno, niobio, níquel, oro, 
osmio, paladío, plata, platino, plomo, radio, rodio, ru­
bidio, renio, rutenio, selenio, talio, tándalo, telurio, 
titanio, torio, tugsteno, uranio, vanadio; zinc, zirco-­
nio, tierras raras, minerales radioactivos y pirita. 

II, Los minerales no metálicos siguientes: ágata, -
andalucita, alunita y alumbres, anhidrita, apatita, as-­
beato, azufre, barita, bauxita, bórax y boratos, brucita, 
calcedonia, calcita no Óptica, cuando forme parte de un 
depósito del que se extraigan otras sustancias concesi-­
bles, calcita óptica, celestita, cianita, corundo, crio­
lita, cuarzo, con excepción del que se encuentre en de-­
pósitos de origen sedimentario y de las arenas de esta -
sustancia, diame.nte, diatomita, dumortierita epsomita, -
espodurr.ena, feldespato, con exce9ción del aue se encuen­
tre en depósitos de orige_n sedimentario, fluorita, fos-_: 
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forita, y otros fosfatos, gemas, minerales, grafito, gra­
nete, gunno, lepidolita y minerales de litio, magnesita, 
mica, mirabilita, nitrato de sodio, 6palo, pirofilita, -
sal ge~a, sal común fonnada directamente por las aguas -
marinas y subproductos, sales de potasio, silimanita, -­

sulfato de sodio, talco, troma, vermiculita, viterita, -
wollastonita, yeso, y zirc6n. 

III. El carb6n mineral, las antracitas, los ligni-­
tos y las turbas. Se exceptdan de la aplicaci6n de esta 
ley: 

l.- el petr6leo y todos los carburos de hidr6geno -
s6lidos, líquidos o gaseosos; 

2.- las sustancias contenidas en suspensi6n o diso­
lución ~or las aguas subterráneas, siempre que éstas no 
provengan de alguna mina; 

3.- las rocas o los productos de su descomposici6n 
que s6lo puedan utilizarse para la fabricación de mate-­
rieles de construcción u ornamentación, o se destinen -­
directamente a esos fines, y, 

4.- las salinas, cuando no estén formadas directa-­
mente por las aguas marinas. 

El Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de -
Energía Minas e Industria Paraestatal otorgará la asig--



- 110 -

nación o concesión correspondiente para la exploración, 
explotaciór. y beneficio de las sustancias minerales a -­
que se refiere esta ley. 

Con lo expresado con antelación podemos concluír -­
que la titularidad del Estado, respecto a los bienes del 
Dominio Público, es total, pero vernos como éste actúa me­
diante el Poder Ejecutivo que cuenta para el cumplimiento 
de sus atribuciones, con la Administración Pública, para 
que ésta, a través de los órganos que la integran, cum-­
pla con la debida protección y utilización de los bienes 
del Dominio Público, con el objeto de satisfacer las ne­
cesidades colectivas y de esta manera, la Administración 
Pública haga efectivo el ejercicio de las atribuciones -
inherentes al Ejecutivo Federal plasmadas en la Consti-­
tución. 

4.8.4. LEY FEDERAL SOBRE h:ONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLOGICOS, 

ARTISTICOS E HISTORICOS. 

Este ordenamiento jurídico es de interés social y -

nacional y sus disposiciones de orden público. 

Regula una de las categorías de bienes del Dominio 
Público y establece en su artículo segundo que: es de -­
utilidad pública, la investigación, protección, conser-­
vación, restauración y recuperación de los monumentos --
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arqueológicos, artísticos e históricos y de las zonas de 
monumentos. La Secretaría de Educación Pública, el Ins-­
tituto Nacional de Antropología e Historia, el Instituto 
lfacional de Bellas Artes y Literatura y los demás Insti­
tutos Culturales del país, en coordinación con las auto­
ridades, estatalee, municipales, y los particulares, rea­
lizarán camp<.ñas permanentes para fomentar el conocimien­
to y respeto a los monumentos arqueológicos, históricos 
y artísticos. 

Determina, como todo ordenamiento jurídico, loe --­
órganos competentes para su aplicación a los siguientes: 

a) Secretaría de Educación Pública, 
b) Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, 
c) Instituto llacional de Antropología e Historia y, 

d) Instituto Nacional de Bellas Artes. 

Esta ley señala que: son propiedad de la Nación, ina­
lienables e imprescriptibles, los monumentos arqueológi­
cos muebles e inmuebles, Son monumentos arqueológicos -­
los bienes muebles e inmuebles, productos de culturas -­
anteriores al establecimiento de la hispánica en el te-­
rri torio nacional, así como los restos humanos, de la -­
flora y de la fauna, relacionados con esas culturas. 

Toda clase de trabajos materiales para descubrir o 
explorar monumentos arqueológicos, únicamente serán rea-
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lizados por el Instituto Nacional de Antropología e His­
toria. 

Con lo dicho con an~elaci6n creemos que la pro--­
tecci6n de que gozan los monumentos tanto artísticos como 
arqueol6gicos e hist6ricos es muy conveniente ya que con 
la inexistencia de esta ley no se habría abarcado correc­
tamente a los bienes dominiales y por lo tanto quedarían 
desprotegidos una gran parte de ellos, que son de gran -
trascendencia e importancia para la satisfacción de ne-­
cesidades públicas, y para conservar el aservo cultural 
de nuestro país. 

Creemos que con esta ley, resalta nuevamente la ina­
lienabilidad, imprescriptibilidad de los bienes del Domi­
nio Público, la debida definici6n de lo que se considera 
como monumentos arqueol6gicos y también se refiere esta 
legislaci6n a la protecci6n y utilizaci6n de los monu--­
mentos artísticos para la satisfacci6n de necesidades -­
públicas, como lo resalta en que expresa a continuaci6n: 

Son monumentos artísticos los bienes muebles e in-­
muebles que revistan valor estético relevante. Para de-­
terminar el valor estético relevante de algún bien se -­
atenderá a cualquiera de las siguientes características: 
representatividad, inserción en determinada corriente -­

estilística, grado de innovaci6n, materiales y técnicas 
utilizados y otras análogas. Tratándose de bienes inmue-



- 113 -

bles, podrá considerarse también su significación en el 
contexto urbano. 

En general pensamos que la mencionada ley establece 
al Estado la titularidad a través del Ejecutivo Federal 
de los monumentos históricos,arqueológicos y artísticos , 
determina las características de los bienes para que sean 
considerados co~o monumentos público y asienta qué órga-­
nos son competentes para proteger en forma especial a -­
los referidos bienes dominiales. 

4.8. 5. LEY SOBRE VIAS GENERALES DE CO!ruNlCACION Y MEDIOS 
DE TRANSPORTE. 

La mencionada ley establece que son vías generales 
de comunicación: 

l. los mares territoriales, en la extensión y términos -
que establezcan las leyes y los tratados internacionales, 
II. las corrientes flotables o navegables y sus afluentes 
que también lo sean, siempre que se encuentren en cualquie­
ra de los casos siguientes: 

a) cuando desemboquen en el mar o en los lagos, la­
gunas y esteros mencionados en la siguiente fracción: 

b) cuando su cauce sirva de límite, en toda o en par­
te de su extensión, el territorio nacional o a dos enti-­
dades federativas; 

c) cuando pasen de una entidad a otra; y 
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d) cuando curcen la línea divisoria con otro país, 
III. los lagos, lagunas y esteros, flotables o navegables, 
siempre que reunan cualquiera de los requisitos siguien-­
tes: 

a) cuando se comuniquen permanente o intermitente-­
mente en el mar; 

b) cuando estén ligados a corrientes constantes; 
c) cuando estén de manera que su vaso sirva de lími-­

te, en toda o en parte de su tensi6n, al territorio nacio­
nal o a dos entidades federativas; 

d) cuando pasen d~ una entidad a otra, 
e) cuando crucen la línea divisoria con otro país; y 
f) cuando se encuentren en el Distrito o en alguno -

de los territorio federales, 
IV. los canales destinados o que se destinen a la navega.­
ci6n construídos o que se construyan por el Gobierno Fede­
ral o mediante concesión otorgada por el mismo, 
V. los ferrocarriles que comuniquen entre sí a dos o más 
entidades federativas, 
VI. los ferrocarriles que estén en el Distrito o en algu­

no de los Territorios Federales, 
VII, los ferrocarriles que en todo o en parte de su trayec­
to estén dentro de la zona fronteriza de cien ki16metros, -
o en l~ de cincuenta kil6metros a lo largo de las costas, -
con excepción de líneas urbanas que no crucen la línea di-­
visoria con otro país, 

VIII. los ferrocarriles que entronquen con alr;ún otro de -­
los enumerados en este artículo, con excepción de las lí--­
neas urbanas, 
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IX. los ferrocarriles que dentro de los límite~ de un -­
Estado canstn.Jyan o se exploten por cuenta de la Naci6n, 
X.l~s caminos que comuniquen a la capital de la Repú--­
blica con ?Untos fronterizos o de las costas; con las -­

capitales de los Estados o de los Territorios Federales, 
XI. los caminos que comuniquen a las capitales de las -­
entidades federativas entre sí, 
XII. los caminos que estén en el Distrito y Territorios 
Federales, 
XIII. los caminos que en todo o en parte de su trayecto 
estén dentro de la zona fronteriza de cien kilómetros o 
en la faja de cincuenta kil6metros a lo largo de las cos­
tas, 
XIV. los caminos que se construyan por cuenta de la Fede­
ración, 
XV. los caminos que, atendiendo a la conveniencia general, 
sean declarados vías generales de comunicación, por el -
Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Comu­

nicaciones, 
XVI. los puentes ya construídos y los que se construyan 
sobre las líneas divisorias internacionales, 
XVII. los puentes ya construídos y los que se construyan 
sobre vías generales de comunicación, 
XVIII. las líneas de navegaci6n aérea que se establezcan 
por cuenta de la Federaci6n, 
XIX. las líneas de navegación aérea de servicio público 
regular de tranportes, q·;.e se establezcan por cuenta de 
particulares, 
XX. las líneas telegráficas y telef6nicas; las instala-­

cienes radiotelegráficas y radio-telefónicas, y cuales--
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quiera otras de sistema eléctrico de trans~isión y recep­

ción, con o sin hilos conductores de sonidos, signos o -
imágenes. Se exceptúan las líneas telefónicas locales, -
instaladas dentro de los límites de cada Estado; siempre 

que no conecten con le de otro Estado o con líneas o ins­
talaciones federales o de países extranjeros, 
XXI. las líneas telefónicas que se hallen instaladas y las 
que instalen dentro de la zona fronteriza con cien kilóme­
tros o de la faja de cincuenta kilómetros a lo largo de -­
las costas. 

También son parte integrante de las vías generales -­
de comunicación, los terrenos que sean necesarios para el 
derecho de vía, cuya amplitud será fijada por la Secreta-­
ría de Comunicaciones, y los que se requieran para el es-­
tablecimiento de sus servicios auxiliares estaciones y de­
más dependencias y accesorios, así como sus obras de trans­
porte y demás construcciones indispensables para su mejor 
servicio. Compete exclusivamente a la Secretaría de Comuni­
caciones el estudio y aprobación de intinerarios, horarios 
reglamentos de servicio, tarifas y sus elementos de apli-­
cación, y de los demás documentos que las empresas de vías 
generales de comunicación sometan a su estudio, 

Acerca de lo anterior pensamos que esta ley, corrobo­
ra la titularidad respecto de la propiedad de los bienes -

dominicales le corresponde al Estado, pero también esta--­
blece el límite de dichos bienes al Estado para su utili-­
zación por causa de utilidad pública, además de que clasi-
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fica las vías generales de comunicación, y con esto 
ayuda para su adecuada protección leral de éstas, y la -
participación del Ejecutivo Federal en estos bienes domi­
nicales a través de la Adrr.inistración Pública Federal que 
cuenta con órganos competentes como podemos ver en este -
caso es la Secretaría de Comunicaciones, por tal razón -­
constatamos la protección especial de que gozan los bie-­
nes domir~cales en nuestro país. 

4.8.6. LEY DE líONTES. 

Esta ley establece que: la propiedad forestal puede 
corresponder al Esoado a las Entidades Públicas o Loca-­
les, Se entiende por terreno forestal o propiedad fores­
tal la tierra en que vegetan especies arbóreas, arbusti­
vas, de matorral o herbáceas, sea espontáneamente o pro­
cedan de siembra o plantación y siempre que no sean ca-­
ract erísticas del cultivo agrícola o fueren objeto del -
mismo. No obstante se exceptúan de los comprendidos en~ 
dicho concepto los terrenos que formando parte de una 
fi~ca fundamentalmente agrícola y sin estar cubiertos -­
apreciablemente con especies arbóreas y arbustivas de -­

carácter forestal, resultaren convenientes para atender 

al sostenirr.ientos del ganado de la propia explotación -­
agrícola y asimismo, los prados desprovistos sensible--­
mente de arbolado de dicha naturaleza. 
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El pastoreo en los montee se realizará en fonr.a --­
que sea compatible con la conservación y mejora de los -
mismos, procurar.do la ordenRción y perfeccionamiento de 
los aprovechamientos ganaderos ya existentes y amplia--­
ción de los misrr.o~ que, sin menoscabo de las masas fo--­
restales, permitan el rr.anter,imiento del mayor número po­
sible de cabezas de ganado. En el caso de montes cubier­
tos de arbolado se dará una preferencia absoluta a las 
exigencias selvícolas, pudiéndose limitar e incluso pro­
hibir el pastoreso del rr.onte si resultare incompatible -
con su conservaci6n. De igual modo, se proceder9 en el -

caso de terrenos erosionablee si el propietario no efec­
tuase las obras y trabajos de conservación de suelos que 
les impusiera la Administración. En los montes de utili­
dad pública se atenderá preferentemente al sostenimien-­
to del ganado. 

Le corresponde a la Secretaría de Agricultura y Re­
cursos Hidráulicos lo siguiente: 

I. Pro~ramar, fomentar y asesorar técnicamente la 
producción agrícola, ganadera, avícola, apícola y fores­
tal en todos sus aspectos; 

II. Encauzar el crédito ejidal, agrícola, forestal 
y ganadero, en coordinación con la Secretaría de Hacien­
da y Crédito Público, hacia los renglones prioritarios; 

III. Organizar y regular el aprovechamiento racional 
de los recursos forestales;atendiendo a las restricciones 



- 119 -

de protecci6n ecol6gica que señale la Secretaría de Desa­
rrollo ürLar.o y Ecología; 

IV. Fomentar y realizar programas de reforestaci6n 
y en coordinacic!n con la Secretaría de Desarrollo Urbano 
y Ecología ; 

V. Administrar los recursos forestales en los terre­
nos baldíos y nacionales; 

VI, Realizar ~l censo de predios forestales y silvo­
pastoriles y de sus productos, así como levantar, organi­
zar y manejar la cartografía y estadística forestal; 

VII. Organizar y administrar reservas forestales; 

VIII. Otorgar contratos, concesiones y permisos fo­
restales; 

IX. Promover la industrializacic!n de los productos 
forestales. 

En la presente ley visualisamoe la oportuna pro--­
teccic!n de la propiedad forestal y loe montes de utili-­
zacic!n de éstos para la satisfaccic!n de la colectividad, 

Encontramos también el límite y la soberanía que le 
brinda al Estado respecto de la propiedad de estos bienes 
dominiales, y al igual que en las otras observamos que -
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aparte de la inembareabilidad e inalienabilidad ce di--­
chos bienes, del régimen especial legislativo de que go-
zan, 

A lo largo de un breve análisis realizado acerca de 
unas cuentas leyes, que se refieren a los bienes del Do­
minio Público, llegamos a la conclusi6n de que éstas le 
otorgan al Estado la potestad y titularidad de la propie­
dad de dichos bienes, pero existiendo siempre el límite, 
fijaci6n, indisponibilidad y la inembargabilidad e ina~ 
lienabilidad. 

El Estado logra sus fines a este respecto, a través 
de la Administraci6n Pública Federal, y de esta manera -
vemos que las distintas leyes concernientes a bienes de 
Dominio Público coinciden en su mayor parte con todo lo 
establecido en el estudio dogmático de este trabajo de -
tesis, 
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e o N e L u s I o N E s. 

PRH:ERA,- Nuestra conceptualizaci6n más adecuada de 
Dominio Público, es la siguiente: es un conjunto de bie­
nes que, de acuerdo al ordenamiento jurídico (Constitu-­
ci6n), pertenecen al Estado y los cuales van a ser ad--­
ministrados por el Estado a través del Poder Ejecutivo y 
éste, por medio de sus 6rganos (Administración Pública), 
hallándose destinados dichos bienes al uso público direc­
to o indirecto de los habitantes, 

SEGUNDA,- La distinción entre Dominio Público y Do­
minio Privado, es resultado de la diferencia existente -
entre Derecho Público y Derecho Privado, estableciendo -
de esta forma que también es en raz6n del modo de afec-­
tación del bien a un servicio, tomando en cuenta la na-­
turaleza del servicio al cual están destinadas y de la -
función, que desempeñan para la prestación del mismo.Tra­
tándose de bienes de Dominio Público, éstos van a estar 
destinados a un uso público directo o indirecto para sa­
tisfacer el interés general. 

TERCERA.- El Dominio Público y el Servicio Público 
constituyen instituciones de Derecho Administrativo, pero 
no cabe confusión entre ambas porque la primera figura 
jurídica (Dominio Público), consiste en un conjunto de -
bienes y el Servicio Púb:ico es la actividad directa o -
indirecta de la Administración Pública. 
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CUARTA.- El Servicio Público y la Funci6n Pública, 
aunque tienen co:to meta común la actividad, son figuras 
jurídicas que cuentan con diversas diferencias entre sí, 

pero la ~rinci~al estriba en que mientras el Servicio -­
Público es la actividad directa o indirecta de la Adrr.i-­
nistración Pública, la Función Públi.ca se refiere a una 
actividad no sólo reservada a los órganos administrati-­
vos sir.o también a los legislativos y judiciales. 

QUINTA.- No debe confundirse la asignación y afec-­
tación del carácter público de los bienes, ya que la pri­
mer sólo significa establecer que una determinada cosa -
tendrá calidad dominial, en cambio la afectación quiere 
decir que un bien declarado dominial queda efectivamente 
incorporado al uso público, 

SEXTA.- La afectación de bienes públicos naturales 
proviene del acto legislativo que les otorga el carácter 
de bienes públicos, y la de los bienes públicos artifi-­
ciales corresponde al Estado a través del Ejecutivo Fe-­

deral. 

SEPTIMA.- La afectación por prescripción es a favor 

del Estado, pero siempre y cuando éste obtenga por el re­
ferido medio adquis~tivo, la propiedad de una cosa, que 
se encuentre dentro del comercio y la afecte al uso pú-­
bl ico como dependencia dominial. Igualmente ocurre con -
el uso inmemorial aunque éste sea una figura jurídica no 
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contemplada en nuestro Código Civil, pero si en el Ar--­
gentino. 

OCTAVA.- La desafectaci6n denominada por nuestra le­
gislaci6r. también como desincorporaci6n significa que un 
bien es sustraído de su destino esto es, del uso pÚbli-­
co haciéndolo salir, por consiguiente, del Dominio Pú--­
blico. 

NOVENA.- La destrucción de la cosa dominial es cuan­
do físicamente deja de existir y por otro lado, la desa­
fectaci6n, es el cambio de condición jurídica de la cosa. 

DECIMA.- Los bienes públicos naturales no pueden ser 
desafectados, y en lo referente a los públicos artificia­
les, tal desafectaci6n le corresponde al Ejecutivo Fede-­
ral. 

DECH!A PRIMERA.- El Dominio Público está sometido a 
un régimen jurídico especial caracterizado por su inalie­
nabilidad e imprescriptibilidad, y por consiguiente, la -
existencia de dicha institución jurídica, se justifica -­
plenamente, porque su régimen especial permite la adecua­
da protección de ese conjunto de bienes, sea contra actos 
ilegítimos procedentes de los particulares o del propio -
Estado. 

DECIMA SEGUNDA.- El órgano competente para crear la 
norma que establezca qué bienes son públicos, ea el Con-­
greeo de la Unión. 



- 124 -

BIBLIOGRAFIA 

ACOSTA ROL'.ERO, Kiguel., Teoría General del Derecho Admi­
nistrativo., México., Ed. Porrúa., 1986. 

A. FIORii\I, Bartolomé., b¡anual de Derecho Administrativo., 
4a. ed., Buenos Aires., Ed. Depalma., 1971. 

A. FIORillI, Bartolomé., Teoría de la Justicia Administra­
~·• Buenos Aires., Ed. Editora e Impresora Buenos -
Aires., 1944. 

A. GORDILLO, Agustín,, Tratado de Derecho Administrativo,, 
Buenos Aires., Ed. Macchi., 1974. 

ALTAJl·,IRA, Pedro Guillermo., Curso de Derecho Administrati­
.:!E.•, Buenos Aires., Ed, Depalma,, 1971. 

ALVAREZ GENDIN, Sabino., El Dominio Público,, 12a, ed., 
Barcelona., Ed. Bosch,, 1956. 

BIELSA, Rafael,, La Función Pública,, Buenos Airee., Ed. 
Depalma,, 1960. 

BIELSA, Rafael., Principios de Derecho Administrativo., 
Buenos Aires., Ed. Depalma,, 1966. 

BIELSA, Rafael., Derecho Admini~trativo., 5a. ed,, Buenos 
Airee., Ed. Depalma,, 1955. 



- 125 -

BLACKALLER GOhZALEZ, Ciro E. y GUEVARA RAI •. IREZ, Luis., 

Sínteeis de :!istoria Universal., 16a ed., ~iéxico., 1973. 

CAKASI, José., Dominio Público., Buenos Aires., Ed. De-­

palma., 1972, 

CASSAGNE, Juan Carlos., Derecho Administrativo,, Buenos 

Aires., Ed. Cooperadora de Derecho y Ciencias Sociales., 

1977. 

DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Hwnberto,, Elementos de Dere­
cho Administrativo,, México,, Ed. Limusa,, 1986. 

DIEZ, Manuel lilaría., Dominio Públ i.co., 2a. ed,, Buenos -

Aires., Ed. Plus Ultra., 1974. 

DIEZ, Manuel María., Derecho Administrativo., Buenos Ai­

res., Ed. Omeba., 1965. 

ESCOLA, Jorge Héctor., Tratado te6rico práctico de los -

Recursos Administrativos., Buenos Aires., Ed, Depalma., 

1967. 

FAYA VI ESCA, Jacinto., Administraci6n Pública Federal., 

2a. ed., México., Ed. Porrúa., 1983. 

FRAGA, Gabino., Derecho 'ldministrativo., México., Ed. -­

Porrúa., 1988. 



- 126 -

GARCIA OVIEDO, CP.rlos,, Instituciones de Derecho Admi--­
nistrativo., Sevilla., Ed, Instituto García Oviedo,, -
1927. 

GARCIA TREVIJANO FOS, José Antonio,, Tratado de Derecho 
Administrativo,, b:adrid., Ed, Revista de Derecho Pri-­
vado., 1971. 

GARZA, Sergio Francisco de la,, Dominio Público,, N.éxico,, 
Ed. Porrúa., 1968, 

GAS CON liERNANDEZ, Juan., Los Fines de la Administración,, 
lladrid,, Ed, Revista de l!i Administración Pública , , -
año IV. 

OLIVERA TORO, Jorge,, Manual de Derecho Administrativo,, 
México., Ed. Porrúa., 1967, 

PAREJO GAMIR, Roberto,, Protección Regietral y Dominio -
Público,, Madrid,, Ed. Revista de Derecho Privado,,1975, 

R. VELASCO, Gustavo., El Derecho Administrativo y la Cien­
cia de la Administración., México., Ed, Polis., 1938. 

REBORA, Juan Carlos., Derecho de las Suceaiones,,Buenos 
Airee., Ed, Bibliográfica Argentina,, 1952. 

REIRIZ, María Graciela., Responsabilidad del Estado,, Bue­
nos Aires,, Ed, Eudeba., 1969. 



- 127 -

s. ta\:t!E!\HO?i1., Tratado de Derecho Adrr,ini!::trativo., Buenos 
Aires,, Ed, Glem., 1966, 

s. ~.ARIENHOPP., Tratado de Dominio Público,, Buenos Aires., 
Ed. Tipográfica Editora Ar~entina,, 1960. 

SANC!-!E~ BLA!\CO, Angel., La Afectaci dn de Bienes al Domi-­
nio Público., Sevilla., Ed. Ediciones del Instituto Gar­
cía Oviedo., 1979. 

SAYAGUES LASO, Enrique., Tratado de Derecho Administrativo., 
Montevideo., Ed. Propiedad Intelectual Reservada., 1972. 

SERRA ROJAS, Andrés., Derecho Administrativo., 14a. ed,,, 
•léxico., Ed. Porrúa,, 1988. 

TRE.JO LERDO DE TE.JADA., Derecho Administrativo &iexicano., 
México., Ed. Tip. de la Viuda F, Díaz de Ledn, Sucs., 
1911. 

VILLEGAS BASAVILBASO, Benjamín., Derecho Administrativo., 
Buenos Aires., Ed. Tipográfica Editora Argentina., 1949. 

La Administracidn Pública Federal v el Estado Contemnoré­
~., Madrid., Ed. Instituto de Estudios Políticos., 1961. 



- 128 -

L E G I S L A C I O N 

C6digo Civil 9ara el Distrito Federal., Ed. Porrúa,, 

55a, ed, 1 México., 1986. 

Constituci6n Política de los Estados Unidos l<iexi.ca--­

nos., flbico,, Ed. Porrúa,, 1988, 

Ley Orgánica de la Ad.T.inistraci6n Pública Federal., 

14a, ed,, )iéxico, 1 Ed, Porrúa,, 1985, 

Ley sobre Vías Generales de Comunicaci6n y Medios de 

Transporte., México., Ed. Talleres Gráficos de la Na­

ci6n., 1931. 


	Portada
	Índice
	Introducción
	Capítulo I. La Administración Pública Federal, su Actividad y su Patrimonio
	Capítulo II. Especificación y Componentes del Dominio Público y Análisis Comparativo con Otras Instituciones Jurídicas
	Capítulo III. Análisis Profundizado Referente a la Creación y Extinción del Dominio Público
	Capítulo IV. Régimen Legal del Dominio Público
	Conclusiones
	Bibliografía



